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Nº Enmienda: 1. Apartados nuevos

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 1

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO

VALIDO GARCÍA, CRISTINA

De adición

Precepto que se añade:

Apartados nuevos

Texto que se propone

Se propone añadir un nuevo apartado, que sería el 35 bis. Con el siguiente texto:

Se añade un nuevo apartado 4 y 5 al artículo 114  Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la 
circulación de vehículos a motor, que queda redactado como sigue:

“Artículo 114. Resarcimiento de los gastos de asistencia sanitaria futura en el ámbito hospitalario y 
ambulatorio.

1. Los gastos de asistencia sanitaria futura serán abonados por las entidades aseguradoras a los 
servicios públicos de salud conforme a la legislación vigente y los convenios o acuerdos suscritos, 
dentro de los límites establecidos en la tabla 2.C.1 y el lesionado podrá recibir las prestaciones de 
asistencia sanitaria por parte de centros públicos o, por parte de centros sanitarios privados que 
hayan suscrito conciertos con los servicios públicos de salud, también conforme a lo estipulado en 
dicha legislación y convenios.

2. Las entidades aseguradoras y los servicios públicos de salud podrán suscribir acuerdos 
específicos al objeto de facilitar el pago a que se refiere el apartado anterior y garantizar las 
prestaciones sanitarias a los lesionados. Los servicios públicos, a su vez, podrán concertar la 
asistencia sanitaria futura con centros privados que cuenten con los medios materiales y humanos 
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necesarios y suficientes para prestarla.

3. Las entidades aseguradoras abonarán a los servicios públicos de salud los gastos que garanticen 
la asistencia sanitaria futura con carácter vitalicio, aun en caso de traslado temporal o definitivo de 
residencia u otros supuestos que puedan suponer un cambio del centro de asistencia, dentro del 
marco del régimen de prestaciones previsto en la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y 
calidad del Sistema Nacional de Salud.

4.- Los gastos de asistencia sanitaria futura contemplados en el presente artículo, serán igualmente 
abonados por las entidades aseguradoras a las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social en 
los casos de accidentes de trabajo in itínere y en misión por hechos derivados de la circulación de 
vehículos a motor, dentro de los límites establecidos en la tabla 2.C.1.

5.- Las entidades aseguradoras y las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social podrán 
suscribir acuerdos específicos al objeto de facilitar el pago a que se refiere el apartado anterior”.

Justificación

1.- Dentro del concepto de accidente de trabajo establecido en el artículo 156 del Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social (en adelante LGSS), se sitúan los denominados accidentes de trabajo in itínere  
y  en misión,  siendo los primeros los que sufre el trabajador al ir o al volver del lugar del trabajo y 
los segundos los sufridos en el trayecto que tenga que realizar para cumplir determinado cometido 
encomendado por la empresa.

2.- El artículo 168.3 de la LGSS establece expresamente el derecho de las Mutuas Colaboradoras 
con la Seguridad Social (en adelante MCSS), junto con el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria (en 
adelante INGESA) y las Comunidades Autónomas (en adelante CCAA), a reclamar al tercero 
responsable o, en su caso, al subrogado legal o contractualmente en sus obligaciones, el coste de 
las prestaciones sanitarias públicas que hubiesen satisfecho. Derecho que se ejerce, en especial, en 
la recuperación de las aseguradoras del gasto sanitario que se produce en aquellos accidentes de 
trabajo in itínere y en misión en los que intervienen hechos derivados de la circulación de vehículos 
a motor con tercero responsable.  En el mismo sentido se pronuncia el art.17.2 del RD 1630/2011, 
de 14 de noviembre, por el que se regula la prestación de servicios sanitarios y de recuperación por 
las MCSS.

3.- Este gasto sanitario se enmarca en la prestación de asistencia sanitaria pública de la Seguridad 
Social que gestionan las MCSS, en exclusiva respecto a los trabajadores al servicio de sus 
empresas asociadas, en base al artículo 80.2.a) de la LGSS.  

Lo que las relaciona directamente, en estos casos, con la normativa que regula la responsabilidad 
civil derivada de los accidentes de circulación, en especial con el Real Decreto Legislativo 8/2004, 
de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y 
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seguro en la circulación de vehículos a motor (BOE nº 267 de 05.11.2004), modificado por la Ley 
35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios 
causados a las personas en accidentes de circulación (BOE nº 228 de 23.09.2015), modificación 
que entró en vigor el 1º de enero de 2016 (en adelante TRLRCSCVM).

4.- Entre las novedades introducidas por la referida Ley 35/2015, que modificó el TRLRCSCVM, 
destacan dos cuestiones principales:

a).- El establecimiento del principio de la total indemnidad del perjudicado al desaparecer la anterior 
limitación temporal que permitía a las aseguradoras no pagar los gastos sanitarios posteriores al 
momento de la sanación o consolidación de las secuelas.

b).- -El resarcimiento de los denominados  gastos de asistencia sanitaria futura en el ámbito 
hospitalario y ambulatorio que precise la víctima, incluidos los trabajadores  afectados por estos 
accidentes de trabajo in itínere o en misión (artículo 113 y 114 del TRLRCSCVM). 

5.- El artículo 114 del TRLRCSCVM prevé el pago por las entidades aseguradoras, de estos gastos, 
a los servicios públicos de salud genéricamente considerados, sin citar expresamente a las MCSS. 

Esta redacción está privando a la parte del Sistema de la Seguridad Social que gestionan las MCSS 
del derecho a percibir estos gastos sanitarios futuros en igualdad de condiciones que los Servicios 
de Salud de las CCAA y el Servicio de Salud de la Administración General del Estado (actualmente 
la Entidad Gestora INGESA). Y ello a pesar de que las MCSS estén asumiendo ex lege y en 
exclusiva, como parte integrante del Sistema de la Seguridad Social, el coste de estos gastos 
sanitarios públicos en caso de accidentes de trabajo sufridos por los trabajadores que protegen.

6.- Las MCSS tienen a su cargo, en exclusiva, la cobertura de la asistencia sanitaria pública de la 
Seguridad Social derivada de accidente de trabajo, correspondiente a una población protegida total 
de 18.012.387 trabajadores en el ejercicio 2019, año en que produjeron 82.590 accidentes de 
trabajo in tinere (fuente:  Memoria Económico Financiera y de Gestión, Mutuas Colaboradoras con la 
Seguridad Social, Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, Dirección General de 
Ordenación de la Seguridad Social). Lo que nos da una idea de la importancia económica que 
supone esta cuestión.

7.- El régimen legal de las MCSS se contempla, entre otras normas, en cuanto a lo que aquí nos 
ocupa, en la LGSS, la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad (BOE nº 102 de 29.04.1986) 
(en adelante LGS), el Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento sobre colaboración de las entonces denominadas Mutuas de AT y EEPP de la 
Seguridad Social (BOE nº 296 de 12.12.1995) (en adelante RCMATEPSS),  el Real Decreto 
1221/1992, de 9 de octubre, sobre el patrimonio de la Seguridad Social (BOE nº 271 de 11.11.1992), 
el Real Decreto 1630/2011, de 14 de noviembre, por el que se regula la prestación de servicios 
sanitarios y de recuperación por las mutuas de AT y EEPP de la Seguridad Social (BOE nº 281 de 
22.11.2011),  la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (BOE nº 284 de 
27.11.2003) (en adelante LGP)  y  la  Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 



13-06-2024 11:05:03

3499

Público (BOE nº 236 de 02.10.2015).  

Normativa toda ella que, en resumen, integra a las MCSS en el Sistema público de la Seguridad 
Social.

8.- Las MCSS, en base al principio de reparación íntegra del daño que rige el tratamiento sanitario 
de las contingencias profesionales, están obligadas a prestar al trabajador accidentado, a su cargo, 
por cuenta de la Seguridad Social y de forma vitalicia si es el caso, toda la asistencia sanitaria 
pública futura que necesite y que derive de las secuelas originadas por el accidente de trabajo 
sufrido. 

Y ello con independencia de que se haya producido la estabilidad lesional y haya sido declarado en 
situación de incapacidad permanente, declaración que no supone la finalización de las obligaciones 
de la Mutua en materia de asistencia sanitaria pública de la Seguridad Social (STSJ de Galicia, 
Social, Sec.1, 25.03.2013 (Roj: STSJ GAL 3100/2013); STSJ de Asturias, Social, Sec.1, 09.10.2018 
(Roj: STSJ AS 3127/2018); STSJ de Andalucía, Social, Sec. 1, 27.04.2017 (Roj: STSJ AND 
5273/2017);  STS, Social, sec.1, 10.10.2019 (Roj: STS 3174/2019)).

9.- En definitiva las MCSS están obligadas a prestar asistencia sanitaria pública de la Seguridad 
Social al trabajador accidentado más allá de la estabilidad lesional, asumiendo así los gastos de 
asistencia sanitaria futura que puedan derivarse del accidente de trabajo in itínere y en misión por 
un hecho derivado de la circulación de vehículos a motor con tercero responsable.

10.- El hecho de que las MCSS estén obligadas a prestar asistencia sanitaria pública y vitalicia de la 
Seguridad Social al trabajador accidentado, asumiendo el correspondiente coste a cargo de los 
recursos públicos que gestionan, las convierte en subsidiarias, como integrantes del Sistema de la 
Seguridad Social, del derecho a ver resarcidos, a cargo de las aseguradoras, los denominados 
gastos previsibles de asistencia sanitaria futura en el ámbito hospitalario y ambulatorio, 
contemplados en los artículos. 113 y 114 del TRLRCSCVM, que se generen por este tipo de 
accidentes de trabajo.

11.- Establece el artículo 42.1.a de la LGSS, que la acción protectora del Sistema de la Seguridad 
Social comprende, entre otras cuestiones, la asistencia sanitaria en los casos de accidente de 
trabajo.

12.- Las MCSS tienen como objeto social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 80.2 de la 
LGSS, la gestión de las prestaciones públicas de Seguridad Social derivadas de la ocurrencia de un 
accidente de trabajo, entre ellas la que se contempla en el apartado a) de la mencionada norma, a 
saber: la gestión de la asistencia sanitaria pública, incluida la rehabilitación, comprendida en la 
protección de las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.

13.- La actividad de colaboración con la Seguridad Social se lleva a cabo por las MCSS sin ánimo 
de lucro y bajo la dirección y tutela del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones 
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(artículo 80.1 LGSS).

14.- Las prestaciones y los servicios atribuidos a la gestión de las MCSS, entre ellas la asistencia 
sanitaria, forman parte de la acción protectora del Sistema de la Seguridad Social y se dispensan a 
favor de los trabajadores conforme a las normas del régimen de la Seguridad Social en el que estén 
encuadrados y con el mismo alcance que dispensan las Entidades Gestoras en los supuestos 
atribuidos a las mismas (artículo 82.1 de la LGSS y artículo 10 del RCMATEPSS).

15.- Una de dichas Entidades Gestoras es el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria (INGESA) 
(artículo 66.1.b de la LGSS).

El BOE de 17 de noviembre de 2022 publica el Convenio suscrito entre el INGESA, la Asociación 
Empresarial del Seguro y el Consorcio de Compensación de Seguros, para la atención de la 
asistencia sanitaria futura derivada de accidentes de tráfico en el ámbito de la sanidad pública

16.- En consecuencia con lo referido, las MCSS dispensan la asistencia sanitaria pública de la 
Seguridad Social por accidente de trabajo con el mismo alcance que la dispensa la Entidad Gestora 
INGESA,  a la que las entidades aseguradoras reconocen el carácter de servicio público de salud y 
al que pagan los gastos de asistencia sanitaria futura previstos en las citadas normas.

17.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 84.1 de la LGSS, el sostenimiento y funcionamiento 
de las MCSS, así como de las actividades, prestaciones y servicios comprendidos en su objeto, se 
financian mediante las cuotas de la Seguridad Social adscritas a las mismas.

18.- El artículo 84.2.1 de la LGSS establece que los derechos de crédito que se generan a 
consecuencia de prestaciones o servicios que dispensan las MCSS a favor de personas no 
protegidas por las mismas o, cuando estando protegidas, corresponda a un tercero su pago por 
cualquier título (como es el caso que nos ocupa), son recursos públicos del sistema de la Seguridad 
Social adscritos a aquéllas.

19.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 92.1 de la LGSS,  los mencionados ingresos, así 
como los bienes muebles e inmuebles en que puedan invertirse los mismos, y, en general, los 
derechos, acciones y recursos relacionados con ellos, forman parte del patrimonio de la Seguridad 
Social y están adscritos a las MCSS para el desarrollo de las funciones de la Seguridad Social que 
tienen atribuidas, bajo la dirección y tutela del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones.

20.-  De acuerdo con lo establecido en el artículo 98.3 de la LGSS, las MCSS elaboran anualmente 
sus anteproyectos de presupuestos de ingresos y gastos de la gestión de la Seguridad Social y los 
remiten al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones para su integración en el Proyecto 
de Presupuestos de la Seguridad Social.

21.- También de acuerdo con el citado artículo 98.3 de la LGSS, las MCSS están sujetas al régimen 
contable establecido en el título V de la LGP que regula la contabilidad en el sector público estatal, 
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en los términos de aplicación a las entidades del sistema de la Seguridad Social.

22.-  Y de acuerdo con lo establecido en el artículo 2 del RD Real Decreto 1221/1992, de 9 de 
octubre, sobre el patrimonio de la Seguridad Social, dedicado a su ámbito de aplicación, la 
regulación contenida en esta norma es de aplicación a las MCSS en las cuestiones que afecten a 
los bienes, derechos, acciones y demás recursos que integran el patrimonio único de la Seguridad 
Social.

23.- Las MCSS forman parte, además, del sector público estatal de carácter administrativo, de 
conformidad con la naturaleza pública de sus funciones y de los recursos económicos públicos que 
gestionan (artículo 80.4 de la LGSS).

24.- El artículo 2.2.h de la LGP, establece que las MCSS integran el sector público estatal 
institucional junto con las Entidades Gestoras (INSS, ISM, IMSERSO y el INGESA) y los servicios 
comunes de la Seguridad Social (Tesorería General de la Seguridad Social), dada su función 
pública de colaboración en la gestión de la Seguridad Social.

25.- El carácter público o administrativo de las MCSS, cuando ejercen las actividades propias de 
colaboración con la Seguridad Social, entre ellas la prestación de asistencia sanitaria pública, está 
reconocido, además,  por el propio Tribunal de Cuentas, del que dependen (Informe del Tribunal de 
Cuentas de Fiscalización de los procedimientos de gestión y control de los deudores por 
prestaciones de las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social, ejercicio 2015 (BOE nº 168, 
12.07.2018)).

26.- Sobre el carácter público de la prestación de asistencia sanitaria dispensada por las MCSS a 
los trabajadores accidentados y sobre la inclusión de la prestación de asistencia sanitaria que llevan 
a cabo las MCSS en el régimen público de la Seguridad Social,  la STS, Social, Sec. 1, 29.10.2001  
(Roj: STS 8375/2001, MP: Luis Gil Suarez), dictada en unificación de doctrina, recoge que el 
artículo  41 de la Constitución declara que los poderes públicos mantendrán un régimen público de 
Seguridad Social para todos los ciudadanos que garantice la asistencia y prestaciones sociales 
suficientes ante situaciones de necesidad, y que no cabe duda que la asistencia sanitaria que 
dispensan las MCSS a los trabajadores accidentados es una prestación de la Seguridad Social 
claramente comprendida en este precepto; es decir, que tal prestación se incluye en el régimen 
público de la Seguridad Social, indicando igualmente  que entre las prestaciones públicas de la 
Seguridad Social se encuentra la asistencia sanitaria que suministran las MCSS, lo cual reafirma el 
carácter público de esta asistencia.

27.- El espíritu y la finalidad del artículo 114 del TRLRCSCVM, relativo al resarcimiento de los 
gastos vitalicios de asistencia sanitaria futura en el ámbito hospitalario y ambulatorio, es reintegrar al 
gestor responsable de la asistencia sanitaria pública de la Seguridad Social, financiada con recursos 
públicos, el gasto sanitario que dicho gestor está obligado a prestar a la víctima del siniestro 
producido por el responsable civil del accidente de tráfico cubierto por la aseguradora.

28.- La redacción actual del mencionado artículo 114 supone que sólo se resarcen en la actualidad 
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dichos gastos de asistencia sanitaria futura a los Servicios de Salud de las CCAA y a la Entidad 
Gestora INGESA, pero no a la parte de la Seguridad Social que gestionan las MCSS.  Y ello a pesar 
de que estas entidades prestan la misma asistencia sanitaria pública de la Seguridad Social pero 
derivada de accidente de trabajo.

Lo que hace necesaria la reforma de la norma en los términos que se plantean en esta enmienda.

.



02-04-2025 11:39:28

8170

Nº Enmienda: 2. Disposiciones adicionales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 2

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO PLURINACIONAL SUMAR

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

Disposición adicional (nueva). Medidas para la garantía de estabilidad del seguro para vehículos 
destinados a la prestación del servicio de interés público de transporte de viajeros en taxi.

Con el fin de asegurar la continuidad de la prestación del servicio de interés público de transporte de 
viajeros en taxi con arreglo a niveles adecuados de calidad y de seguridad a usuarios y ciudadanos, 
la contratación de seguros para vehículos destinados a la prestación de dicho servicio queda sujeta 
a las siguientes condiciones:

1. En el caso de renovación de pólizas de seguro, cualquiera que fuese su modalidad, para 
vehículos que presten el servicio de interés público de transporte de viajeros en taxi, el incremento 
anual quedará limitado, siempre que el asegurado no haya presentado más de tres partes culpables 
consecuencia de su actividad circulatoria en los dos últimos ejercicios, a los siguientes topes 
máximos:

a. El incremento derivado, en su caso, del Índice de Precios al Consumo (IPC) anual, medido a 1 de 
enero del año en curso en relación con la misma fecha del año anterior.

b. Excepcionalmente, hasta un 1,5% adicional cuando, de acuerdo con los datos de la aseguradora, 
se haya producido un incremento de la siniestralidad culpable en el ámbito concreto de los vehículos 
que prestan el servicio de interés público de transporte de viajeros en taxi, superior en un 5% al 
registrado durante el ejercicio anterior.
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Las compañías aseguradoras estarán obligadas a renovar la póliza a los asegurados en la situación 
del párrafo anterior, dentro de los topes máximos descritos en el mismo, sin posibilidad de 
desistimiento y manteniendo el resto de condiciones aplicables, como por ejemplo el límite de la 
franquicia.

2. En el caso de suscripción de nueva póliza de seguro a todo riesgo para la prestación del servicio 
de interés público de transporte de viajeros en taxi por adquisición de licencia o sustitución del 
vehículo, y siempre que el asegurado no haya presentado más de tres partes culpables 
consecuencia de su actividad circulatoria en los dos últimos ejercicios, el precio anual no podrá 
superar el 6% del valor venal del vehículo.

3. El asegurado que habiendo solicitado al menos dos ofertas para asegurar un vehículo destinado a 
prestar el servicio de interés público de transporte de viajeros en taxi no hubiese recibido respuesta 
expresa en un plazo de 15 días, podrá acudir al Consorcio de Compensación de Seguros sin 
necesidad de contar con ninguna negativa expresa a ser asegurado de parte de la aseguradora. En 
tales supuestos, el Consorcio de Compensación de Seguros ofrecerá una prima calculada con 
arreglo a criterios técnicos y actuariales, siempre bajo los parámetros máximos mencionados en los 
apartados 1 y 2, sin poder tener en cuenta otros elementos relacionados con la evolución de la 
siniestralidad que los circunscritos al ámbito concreto de los vehículos que prestan el servicio de 
interés público de transporte de viajeros en taxi.

4. Las aseguradoras respetarán los parámetros máximos establecidos en los apartados 1 y 2 incluso 
en el caso de ofrecer productos de seguro adicionales vinculados a la contratación del seguro de 
vehículos destinados a la prestación del servicio de interés público de transporte de viajeros en taxi, 
sin que puedan, en ningún caso, supeditar la contratación de éste a la contratación obligatoria de 
otros seguros.

5. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, se garantiza a los asegurados titulares 
de pólizas de seguros de vehículos destinados a la prestación del servicio de interés público de 
transporte de viajeros en taxi su derecho a recibir, con transparencia suficiente en su desglose, los 
elementos que, en su caso, inciden en el incremento anual de su prima. Tal información debe 
hacerse disponible, por parte de la aseguradora, a solicitud del asegurado, e incluirá la situación 
“Bonus-Malus” de aquél.

6. Las aseguradoras deberán remitir a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, con 
carácter anual, información relativa a la evolución de la siniestralidad culpable en el ámbito concreto 
del servicio de interés público de transporte de viajeros en taxi, a los efectos de poder verificar lo 
establecido en el apartado 1 subapartado b) de este artículo.

7. El incumplimiento de lo establecido en los apartados 1 a 6 de este precepto tiene la consideración 
de infracción grave, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 192.3.a) del Real Decreto-ley 3/2020, 
de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español 
diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados 
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sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios 
fiscales; salvo que, con arreglo a lo establecido en el apartado 2 del mismo artículo, la misma 
debiera ser considerada como muy grave.

Justificación

En los últimos años, la prestación del servicio de transporte de viajeros en taxi, reconocido 
expresamente como servicio de interés público en el artículo 151 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 
de junio, por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la 
isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión 
Europea en materia de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la 
vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento 
del Derecho de la Unión Europea, viene experimentando serias dificultades relacionadas con la 
contratación de sus pólizas de seguros, especialmente debido a un notable aumento en los precios.

La razón de ser del servicio de interés público de transporte de viajeros en taxi, protagonista 
fundamental en el presente y futuro de la movilidad urbana, es garantizar el derecho de los 
ciudadanos a acceder a un transporte seguro, accesible y de calidad, a precios regulados y 
estables. Sin embargo, la situación descrita está tensionando la viabilidad de la actividad para los 
profesionales del sector, con las consiguientes repercusiones negativas en el servicio que se presta 
a la ciudadanía y en el nivel de cobertura de las propias pólizas contratadas, haciendo cada vez más 
difícil cumplir con las distintas obligaciones regulatorias que se establecen para la flota de taxis en 
relación con la calidad, descarbonización y adaptación a personas discapacitadas.

La situación es particularmente acuciante en el actual contexto general de alza de precios del 
segmento de seguros de vehículos de motor (de acuerdo con los datos más recientes del INE, del 
10% anual). Ello de por sí afecta en mayor medida al taxista profesional que al usuario privado, 
dado el mayor montante económico de su seguro y las obligaciones de calidad y seguridad del 
vehículo a que se ve sujeto como prestador de un servicio de interés público.

Dicha afectación a los prestadores de este servicio de interés público, siendo ya considerable, se ve 
acrecentada por la contabilización del índice de siniestralidad del sector del taxi, inserta dentro del 
cálculo general de los conductores profesionales de transporte urbano. En dicho cómputo se 
incluyen sectores con una siniestralidad más alta, que han venido a alterar la evolución de este dato 
en los últimos años; por ejemplo la irrupción de la prestación de servicios de transporte urbano 
mediante vehículos VTC.

Así, poniendo como ejemplo la Comunidad de Madrid, en 2022 se registraron 958 accidentes de 
tráfico de VTC, mientras que el taxi contabilizó 766. A septiembre de 2023, los accidentes de VTC 
en la ciudad de Madrid para ese ejercicio, ascendían a 851, mientras que los del taxi fueron 644. En 
Madrid, operan 15.777 taxis y 8.300 VTC, aunque estos últimos no solo trabajan en la ciudad, sino 
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en toda la Comunidad de Madrid. Considerando los accidentes de 2023, la tasa de siniestralidad de 
las VTC es 2,5 veces superior a la del taxi (0,10 frente a 0,04).

Como consecuencia de todo ello, los prestadores del servicio de interés público de taxi se vienen 
enfrentando, de acuerdo con datos de la Asociación Nacional del Taxi, a subidas de póliza en la 
mayoría de los casos del 30%, alcanzando en muchas ocasiones el 70%, y a pólizas por nuevos 
vehículos en ocasiones superiores al importe anualizado de la inversión en su activo y herramienta 
fundamental, el vehículo. A lo anterior se suma frecuentemente la vinculación de la renovación o 
contratación de la póliza por esta actividad a la contratación de productos de seguro adicionales y la 
falta de información sobre el impacto de la siniestralidad del asegurado en la fijación de la póliza.

Debe tenerse en cuenta que se trata de prestadores de un servicio de interés público, cuyo precio 
está fijado administrativamente, que resultan ser trabajadores autónomos, titulares de licencia, 
dueños de sus vehículos, en su inmensa mayoría únicos conductores de sus vehículos, sin 
asalariados, que se ven conminados a aceptar una renovación a un precio desorbitadamente 
elevado, con la imposibilidad adicional de facto de acudir a otras aseguradoras o, incluso, al propio 
Consorcio de Compensación de Seguros, cuya activación requiere varias negativas formales a 
contratar por parte de la aseguradora.

Y todo ello, sin presentar este colectivo, como resulta acreditable, un historial culpable significativo, 
en ocasiones incluso inexistente, en materia de partes a su aseguradora.

A la vista de todo lo anterior, resulta necesaria una intervención pública que, de manera 
proporcionada y eficaz, asegure una estabilidad en los precios de las pólizas relacionadas con este 
servicio de interés público. En primer lugar, en situaciones de renovación, de manera que resulte 
acorde con la evolución general de los precios y con el impacto sobre el precio la evolución de la 
siniestralidad, considerada en términos estrictos en relación con la propia de los vehículos 
involucrados en el sector público del taxi, para garantizar la equidad en dicha determinación. Y, en 
segundo lugar, en situaciones de nueva póliza, de manera que la misma guarde una mayor 
proporcionalidad con el valor del vehículo asegurado, como parámetro fundamental en su fijación.

Igualmente, es necesario garantizar que estos asegurados pueden acceder en condiciones de 
transparencia a los elementos que, en su caso, inciden en el incremento anual de su prima. Tal 
información debe hacerse disponible, por parte de la aseguradora, a solicitud del asegurado, e 
incluirá la situación “Bonus-Malus” de aquél.

De la misma manera, con el fin de asegurar el debido cumplimiento de lo propuesto, se propone la 
obligación de que las aseguradoras remitan a la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones, información relativa a la evolución de la siniestralidad culpable en el ámbito concreto del 
servicio público de taxi.
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Nº Enmienda: 3. DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 3

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO PLURINACIONAL SUMAR

De modificación

Precepto que se modifica:

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

Texto que se propone

Disposición adicional primera. Seguro obligatorio de responsabilidad civil para vehículos personales 
ligeros que no estén incluidos en el concepto legal de «vehículo a motor».

1. Se crea el seguro obligatorio de responsabilidad civil para vehículos personales ligeros con la 
finalidad de garantizar la cobertura de las indemnizaciones por los daños personales y materiales a 
los perjudicados por accidentes en los que intervengan este tipo de vehículos. Todo propietario de 
un vehículo personal ligero estará obligado a suscribir y mantener en vigor un contrato de seguro 
que cubra la responsabilidad civil hasta la cuantía mínima prevista en el apartado 4 por cada 
vehículo de que sea titular.

2. Se consideran vehículos personales ligeros a efectos del seguro obligatorio de responsabilidad 
civil, los vehículos de una o más ruedas propulsados por motor que pueden proporcionar al vehículo 
una velocidad máxima de fabricación entre 6 y 25 km/h, si su peso es inferior a 25 kg., o una 
velocidad máxima de fabricación entre 6 y 14 km por hora, si su peso es superior a 25 kg.

Se incluyen dentro de esta definición los vehículos de movilidad personal, definidos en el apartado A 
«Definiciones», del anexo II del Reglamento General de Vehículos, aprobado por el Real 
Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre.

Se excluyen de esta definición:

a) los vehículos diseñados y fabricados para ser utilizados exclusivamente por las fuerzas Armadas,
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b) los vehículos para personas con movilidad reducida,

c) los ciclos o las bicicletas de pedales con pedaleo asistido definidas en el apartado A 
«Definiciones», del anexo II del Reglamento General de Vehículos.

Mediante orden de la persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa se podrán 
regular otras exclusiones.

3. A efectos de la responsabilidad civil derivada de los hechos de la circulación y de la cobertura del 
seguro obligatorio creado en el apartado 1, se entiende por hecho de la circulación toda utilización 
de un vehículo personal ligero que sea conforme con la función del vehículo como medio de 
transporte en el momento del accidente, con independencia de las características de éste, del 
terreno en el que se utilice el vehículo y de si está parado o en movimiento.

4. Los vehículos personales ligeros que circulen por el territorio nacional, estarán sujetos, con las 
adaptaciones necesarias derivadas del tipo de vehículo y su utilización, y en tanto no sean objeto de 
una regulación específica, al régimen de responsabilidad civil y seguro del texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, y del Reglamento del 
seguro obligatorio de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el 
Real Decreto 1507/2008, de 12 de septiembre, con las particularidades siguientes:

a) Las sanciones pecuniarias que sean de aplicación serán un tercio de las establecidas en el 
artículo 3.1.c).

b) El ámbito territorial del seguro obligatorio será España. No será de aplicación el Título III de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor.

c) Los importes de la cobertura del seguro obligatorio serán como mínimo:

i. en los daños a las personas, 6.450.000 euros por siniestro, cualquiera que sea el número de 
víctimas;

ii. en los daños a los bienes, 1.300.000 euros por siniestro.

La persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa está facultada para modificar 
mediante orden los importes mínimos señalados en los apartados i y ii para adaptarlos a la inflación 
una vez hayan transcurrido cinco años desde la última modificación. En su defecto, se considerarán 
automáticamente actualizados cuando lo hagan los importes indicados en el artículo 9 de la 
Directiva 2009/103/CE, relativa al seguro de la responsabilidad civil que resulta de la circulación de 
vehículos automóviles, así como al control de la obligación de asegurar esta responsabilidad.

d) No serán de aplicación los convenios de indemnización directa de daños materiales suscritos 
entre entidades aseguradoras.

e) Será de aplicación la facultad de repetición regulada en el artículo 10 del texto refundido de la Ley 
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de responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, pudiendo ejercerse, 
además, contra aquellos usuarios que hubieran manipulado las características técnicas del vehículo, 
siempre que esta manipulación haya contribuido al acaecimiento del siniestro o a su agravamiento.

f) La intervención del Consorcio de Compensación de Seguros regulada en el artículo 11, 
apartados 1, 3, 4, 5 y 6 de la ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a 
motor, se circunscribirá a los daños personales que requieran atención sanitaria, en caso de 
lesiones, o derivados del fallecimiento de la víctima, que se ocasionen por vehículos personales 
ligeros, no siendo de aplicación las funciones establecidas en la letra f) del apartado 1 del dicho 
artículo. Reglamentariamente el Gobierno podrá extender estas funciones a la cobertura de daños 
materiales.

El Consorcio de Compensación de Seguros podrá asumir la contratación de la cobertura de los 
riesgos no aceptados por las entidades aseguradoras de los vehículos personales ligeros, en los 
términos y bajo las condiciones que reglamentariamente se determinen.

5. Reglamentariamente el Gobierno regulará el registro público de vehículos personales ligeros del 
organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico y los medios de identificación obligatorios que 
permitan su individualización. Esta regulación deberá entrar en vigor antes del 2 de enero de 2026.

6. La regulación contenida en esta disposición adicional podrá desarrollarse mediante un reglamento 
del Gobierno, sin perjuicio de las habilitaciones reglamentarias específicas contenidas en los 
apartados anteriores. Se encomienda a la Comisión de Seguimiento del Sistema de Valoración, 
creada por Orden comunicada de los Ministerios de Economía y Competitividad y de Justicia, de 27 
de octubre de 2016, la emisión, en el plazo máximo de seis meses a partir del día siguiente al de la 
publicación de esta ley en el «Boletín Oficial del Estado», de un informe razonado que contenga una 
propuesta de desarrollo reglamentario del seguro obligatorio establecido en el apartado 1.

Justificación

En el Grupo Plurinacional SUMAR nos hacemos eco de esta propuesta de la asociación 
Coordinadora en Defensa de la Bicicleta ConBici. Vemos necesario añadir la palabra ciclo para ser 
coherentes con las definiciones del Reglamento, en el que las bicicletas de tres o más ruedas, tanto 
sean de pedaleo asistido como no, quedarían excluidas de la definición de bicicleta. Las definiciones 
a las que hace referencia el artículo de la Ley son:

Ciclo: Vehículo de dos ruedas por lo menos, accionado por el esfuerzo muscular de las 
personas que lo ocupan, en particular mediante pedales o manivelas.

•

Bicicleta: Ciclo de dos ruedas.•
Bicicleta de pedales con pedaleo asistido: Bicicletas equipadas con un motor eléctrico 
auxiliar, de potencia nominal continua máxima inferior o igual a 250 W, cuya potencia 
disminuya progresivamente y que finalmente se interrumpa antes de que la velocidad del 
vehículo alcance los 25 km/h o si el ciclista deja de pedalear.

•
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Por todo ello, consideramos imprescindible añadir CICLO o en su defecto explicitar las futuras 
definiciones que incorpore el Reglamento General de Vehículos para conseguir que todas las 
bicicletas para transporte de paquetería o incluso de transporte de niños y niñas, pero que al tener 
tres ruedas quedarían fuera de la definición, puedan ser tenidas en cuenta dentro del mismo ánimo 
de la Ley y las directrices europeas.

La obligatoriedad del seguro no es necesaria (independientemente de si son dos o tres ruedas), 
porque la Directiva no lo establece; al contrario, excluye que los Estados puedan añadir a estos 
vehículos en la ampliación del seguro obligatorio que solo hace referencia como “vehículo” a aquel 
“accionado exclusivamente por una fuerza mecánica”.
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Nº Enmienda: 4. DOS

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 4

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO REPUBLICANO

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. DOS

Texto que se propone

Dos. Se incorpora un nuevo artículo 1 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 1 bis. Definición de vehículo a motor y hecho de la circulación a los efectos de esta ley y su 
normativa de desarrollo.

1. Se entiende por vehículo a motor:

a) Todo vehículo automóvil accionado exclusivamente mediante una fuerza mecánica que circula 
por el suelo y que no utiliza una vía férrea, con:

i. una velocidad máxima de fabricación superior a 25 km/h, o

ii. un peso neto máximo superior a 25 kg y una velocidad máxima de fabricación superior a 14 km/h.

b) Todo remolque destinado a ser utilizado con uno de los vehículos a que se refiere la letra a), tanto 
enganchado como no enganchado.

2. No son vehículos a motor:

a) Los ferrocarriles, tranvías y otros vehículos que circulen por vías que le sean propias.

b) Las sillas de ruedas destinadas exclusivamente a ser utilizadas por personas con discapacidad 
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física.

3. A efectos de la responsabilidad civil derivada de los hechos de la circulación y de la cobertura del 
seguro obligatorio regulado en esta ley, se entiende por hecho de la circulación toda utilización de 
un vehículo a motor que sea conforme con la función del vehículo como medio de transporte en el 
momento del accidente, con independencia de las características de éste, del terreno en el que se 
utilice el vehículo y de si está parado o en movimiento.

4. No son hechos de la circulación:

a) Los derivados de la utilización de vehículos en eventos y actividades automovilísticos, tales como 
carreras y competiciones, así como entrenamientos, pruebas y demostraciones que, con la debida 
autorización, tengan lugar en zonas restringidas y demarcadas o se desarrollen en itinerarios o en 
circuitos especialmente destinados o habilitados para dichas actividades.

Esta exclusión afecta únicamente a los vehículos a motor que directamente compiten en las 
pruebas deportivas sin alcanzar a estos cuando intervienen como vehículos de apoyo.

El organizador de la actividad deberá disponer de un seguro, aval o garantía financiera que ofrezca 
una protección a terceros equivalente a la ofrecida por el seguro regulado en esta ley, incluidos los 
espectadores y otros transeúntes, con los mismos límites establecidos en el artículo 4, aunque no 
cubra necesariamente los daños a los conductores participantes y sus vehículos. Mediante Orden 
Ministerial se podrán desarrollar los requisitos del seguro, aval o garantía financiera.

b) La utilización de un vehículo a motor como medio para causar deliberadamente daños a las 
personas o en los bienes, sin perjuicio de la obligación del Consorcio de Compensación de Seguros 
de indemnización en los términos establecidos en el artículo 11.1.g.

c) Los desplazamientos de vehículos a motor utilizados exclusivamente en determinadas zonas de 
acceso restringido de puertos y aeropuertos, sin perjuicio de la obligatoriedad de disponer de un 
seguro, aval o garantía financiera equivalente que garantice una protección a terceros equivalente a 
la ofrecida por el seguro regulado en esta ley con los mismos límites establecidos en el artículo 4.

5. A los efectos de esta ley, toda referencia efectuada en la misma y en su normativa de desarrollo a 
``vehículo'', se entenderá realizada a ``vehículo a motor''.»

Justificación

Se refleja la intención de la Directiva Europea de excluir únicamente a los vehículos a motor que 
directamente compiten en las pruebas deportivas, así como la jurisprudencia española, que 
corrobora dicha interpretación de las definiciones de “vehículo a motor” y “hecho de la circulación” 
sin alcanzar a los vehículos a motor cuando intervienen como vehículos de apoyo.
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GRUPO PARLAMENTARIO REPUBLICANO

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. DOS

Texto que se propone

Dos. Se incorpora un nuevo artículo 1 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 1 bis. Definición de vehículo a motor y hecho de la circulación a los efectos de esta ley y su 
normativa de desarrollo.

1. Se entiende por vehículo a motor:

a) Todo vehículo automóvil accionado exclusivamente mediante una fuerza mecánica que circula 
por el suelo y que no utiliza una vía férrea, con:

i. una velocidad máxima de fabricación superior a 25 km/h, o

ii. un peso neto máximo superior a 25 kg y una velocidad máxima de fabricación superior a 14 km/h.

b) Todo remolque destinado a ser utilizado con uno de los vehículos a que se refiere la letra a), tanto 
enganchado como no enganchado.

2. No son vehículos a motor:

a) Los ferrocarriles, tranvías y otros vehículos que circulen por vías que le sean propias.

b) Las sillas de ruedas y otros vehículos motorizados de apoyo a la movilidad, que son 
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destinados exclusivamente para ser utilizados por personas con discapacidad o con 
movilidad reducida..

3. A efectos de la responsabilidad civil derivada de los hechos de la circulación y de la cobertura del 
seguro obligatorio regulado en esta ley, se entiende por hecho de la circulación toda utilización de 
un vehículo a motor que sea conforme con la función del vehículo como medio de transporte en el 
momento del accidente, con independencia de las características de éste, del terreno en el que se 
utilice el vehículo y de si está parado o en movimiento.

4. No son hechos de la circulación:

a) Los derivados de la utilización de vehículos en eventos y actividades automovilísticos, tales como 
carreras y competiciones, así como entrenamientos, pruebas y demostraciones que, con la debida 
autorización, tengan lugar en zonas restringidas y demarcadas o se desarrollen en itinerarios o en 
circuitos especialmente destinados o habilitados para dichas actividades. El organizador de la 
actividad deberá disponer de un seguro, aval o garantía financiera que ofrezca una protección a 
terceros equivalente a la ofrecida por el seguro regulado en esta ley, incluidos los espectadores y 
otros transeúntes, con los mismos límites establecidos en el artículo 4, aunque no cubra 
necesariamente los daños a los conductores participantes y sus vehículos. Mediante Orden 
Ministerial se podrán desarrollar los requisitos del seguro, aval o garantía financiera.

b) La utilización de un vehículo a motor como medio para causar deliberadamente daños a las 
personas o en los bienes, sin perjuicio de la obligación del Consorcio de Compensación de Seguros 
de indemnización en los términos establecidos en el artículo 11.1.g.

c) Los desplazamientos de vehículos a motor utilizados exclusivamente en determinadas zonas de 
acceso restringido de puertos y aeropuertos, sin perjuicio de la obligatoriedad de disponer de un 
seguro, aval o garantía financiera equivalente que garantice una protección a terceros equivalente a 
la ofrecida por el seguro regulado en esta ley con los mismos límites establecidos en el artículo 4.

5. A los efectos de esta ley, toda referencia efectuada en la misma y en su normativa de desarrollo a 
``vehículo'', se entenderá realizada a ``vehículo a motor''.»

Justificación

Mejora técnica
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Nº Enmienda: 6. DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 6

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO REPUBLICANO

De modificación

Precepto que se modifica:

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

Texto que se propone

Disposición adicional primera. Seguro obligatorio de responsabilidad civil para vehículos personales 
ligeros que no estén incluidos en el concepto legal de «vehículo a motor».

1. Se crea el seguro obligatorio de responsabilidad civil para vehículos personales ligeros con la 
finalidad de garantizar la cobertura de las indemnizaciones por los daños personales y materiales a 
los perjudicados por accidentes en los que intervengan este tipo de vehículos. Todo propietario de 
un vehículo personal ligero estará obligado a suscribir y mantener en vigor un contrato de seguro 
que cubra la responsabilidad civil hasta la cuantía mínima prevista en el apartado 4 por cada 
vehículo de que sea titular.

2. Se consideran vehículos personales ligeros a efectos del seguro obligatorio de responsabilidad 
civil, los vehículos de una o más ruedas propulsados por motor que pueden proporcionar al vehículo 
una velocidad máxima de fabricación entre 6 y 25 km/h, si su peso es inferior a 25 kg., o una 
velocidad máxima de fabricación entre 6 y 14 km por hora, si su peso es superior a 25 kg.

Se incluyen dentro de esta definición los vehículos de movilidad personal, definidos en el apartado A 
«Definiciones», del anexo II del Reglamento General de Vehículos, aprobado por el Real 
Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre.

Se excluyen de esta definición:

a) los vehículos diseñados y fabricados para ser utilizados exclusivamente por las fuerzas Armadas,
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b) los vehículos motorizados de apoyo a la movilidad, que son destinados exclusivamente 
para ser utilizados por personas con discapacidad o con movilidad reducida,

c) los ciclos o las bicicletas de pedales con pedaleo asistido definidas en el apartado A 
«Definiciones», del anexo II del Reglamento General de Vehículos.

Mediante orden de la persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa se podrán 
regular otras exclusiones.

3. A efectos de la responsabilidad civil derivada de los hechos de la circulación y de la cobertura del 
seguro obligatorio creado en el apartado 1, se entiende por hecho de la circulación toda utilización 
de un vehículo personal ligero que sea conforme con la función del vehículo como medio de 
transporte en el momento del accidente, con independencia de las características de éste, del 
terreno en el que se utilice el vehículo y de si está parado o en movimiento.

4. Los vehículos personales ligeros que circulen por el territorio nacional, estarán sujetos, con las 
adaptaciones necesarias derivadas del tipo de vehículo y su utilización, y en tanto no sean objeto de 
una regulación específica, al régimen de responsabilidad civil y seguro del texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, y del Reglamento del 
seguro obligatorio de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el 
Real Decreto 1507/2008, de 12 de septiembre, con las particularidades siguientes:

a) Las sanciones pecuniarias que sean de aplicación serán un tercio de las establecidas en el 
artículo 3.1.c).

b) El ámbito territorial del seguro obligatorio será España. No será de aplicación el Título III de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor.

c) Los importes de la cobertura del seguro obligatorio serán como mínimo:

i. en los daños a las personas, 6.450.000 euros por siniestro, cualquiera que sea el número de 
víctimas;

ii. en los daños a los bienes, 1.300.000 euros por siniestro.

La persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa está facultada para modificar 
mediante orden los importes mínimos señalados en los apartados i y ii para adaptarlos a la inflación 
una vez hayan transcurrido cinco años desde la última modificación. En su defecto, se considerarán 
automáticamente actualizados cuando lo hagan los importes indicados en el artículo 9 de la 
Directiva 2009/103/CE, relativa al seguro de la responsabilidad civil que resulta de la circulación de 
vehículos automóviles, así como al control de la obligación de asegurar esta responsabilidad.

d) No serán de aplicación los convenios de indemnización directa de daños materiales suscritos 
entre entidades aseguradoras.
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e) Será de aplicación la facultad de repetición regulada en el artículo 10 del texto refundido de la Ley 
de responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, pudiendo ejercerse, 
además, contra aquellos usuarios que hubieran manipulado las características técnicas del vehículo, 
siempre que esta manipulación haya contribuido al acaecimiento del siniestro o a su agravamiento.

f) La intervención del Consorcio de Compensación de Seguros regulada en el artículo 11, 
apartados 1, 3, 4, 5 y 6 de la ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a 
motor, se circunscribirá a los daños personales que requieran atención sanitaria, en caso de 
lesiones, o derivados del fallecimiento de la víctima, que se ocasionen por vehículos personales 
ligeros, no siendo de aplicación las funciones establecidas en la letra f) del apartado 1 del dicho 
artículo. Reglamentariamente el Gobierno podrá extender estas funciones a la cobertura de daños 
materiales.

El Consorcio de Compensación de Seguros podrá asumir la contratación de la cobertura de los 
riesgos no aceptados por las entidades aseguradoras de los vehículos personales ligeros, en los 
términos y bajo las condiciones que reglamentariamente se determinen.

5. Reglamentariamente el Gobierno regulará el registro público de vehículos personales ligeros del 
organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico y los medios de identificación obligatorios que 
permitan su individualización. Esta regulación deberá entrar en vigor antes del 2 de enero de 2026.

6. La regulación contenida en esta disposición adicional podrá desarrollarse mediante un reglamento 
del Gobierno, sin perjuicio de las habilitaciones reglamentarias específicas contenidas en los 
apartados anteriores. Se encomienda a la Comisión de Seguimiento del Sistema de Valoración, 
creada por Orden comunicada de los Ministerios de Economía y Competitividad y de Justicia, de 27 
de octubre de 2016, la emisión, en el plazo máximo de seis meses a partir del día siguiente al de la 
publicación de esta ley en el «Boletín Oficial del Estado», de un informe razonado que contenga una 
propuesta de desarrollo reglamentario del seguro obligatorio establecido en el apartado 1.

Justificación

Con la redacción propuesta se proporciona seguridad jurídica sobre cuales son los vehículos que se 
encuentran excluidos y se dota de homogeneidad en el tratamiento de los vehículos que son 
utilizados por las personas con discapacidad o movilidad reducida.
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Nº Enmienda: 7. Disposiciones adicionales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 7

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO REPUBLICANO

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

Texto que se propone:

«Disposición adicional xxx. Modificación de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.

Se modifica la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.

El artículo ochenta y tres queda redactado en los siguientes términos:

Por el seguro de vida el asegurador se obliga, mediante el cobro de la prima estipulada y dentro de 
los límites establecidos en la Ley y en el contrato, a satisfacer al beneficiario un capital, una renta u 
otras prestaciones convenidas, en el caso de muerte o bien de supervivencia del asegurado, o de 
ambos eventos conjuntamente.

El seguro sobre la vida puede estipularse sobre la vida propia o la de un tercero, tanto para caso de 
muerte como para caso de supervivencia o ambos conjuntamente, así como sobre una o varias 
cabezas.

Son seguros sobre la vida aquellos en que, cumpliendo lo establecido en los párrafos anteriores, la 
prestación convenida en la póliza ha sido determinada por el asegurador mediante la utilización de 
criterios y bases de técnica actuarial.

En los seguros para caso de muerte, si son distintas las personas del tomador del seguro y del 
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asegurado, será preciso el consentimiento de éste, dado por escrito, salvo que pueda presumirse de 
otra forma su interés por la existencia del seguro.

A los efectos de lo indicado en el artículo 4, en los seguros sobre la vida se entiende que existe 
riesgo si en el momento de la contratación no se ha producido el evento objeto de la cobertura 
otorgada en la póliza.

Si el asegurado es menor de edad, será necesaria, además, la autorización por escrito de sus 
representantes legales.

No se podrá contratar un seguro para caso de muerte sobre la cabeza de menores de catorce años 
de edad. Se exceptúan de esta prohibición, los contratos de seguros en los que la cobertura de 
muerte resulte inferior o igual a la prima satisfecha por la póliza o al valor de rescate.”

Justificación

En consonancia con la Ley 8/2021
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Nº Enmienda: 8. Disposiciones adicionales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 8

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO REPUBLICANO

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

Texto que se propone:

«Disposición adicional xxx. Modificación de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.

Se modifica la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.

El artículo veinte queda redactado en los siguientes términos:

Si el asegurador incurriere en mora en el cumplimiento de la prestación, la indemnización de dañosy 
perjuicios, no obstante entenderse válidas las cláusulas contractuales que sean más 
beneficiosaspara el asegurado, se ajustará a las siguientes reglas:

(...)

4.La indemnización por mora se impondrá de oficio por el órgano judicial y consistirá en el pago de 
un interés anual igual al del interés legal del dinero vigente en el momento en que se devengue, 
incrementado en el 50 por 100; estos intereses se considerarán producidos por días, sin necesidad 
de reclamación judicial.

No obstante, transcurridos dos años desde la producción del siniestro, el interés anual no podrá ser 
inferior al 20 por 100 en los supuestos en los que la responsabilidad del asegurador se determina 
por ley de forma objetiva. Cuando el asegurador cubra supuestos de responsabilidad por culpa del 
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asegurado, el interés anual no podrá ser inferior al interés legal del dinero incrementado en 8 
puntos. 
(...)»

Justificación

Mejora técnica
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Nº Enmienda: 9. Disposiciones finales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 9

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO REPUBLICANO

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Se añade una nueva Disposición Final al Proyecto de Ley, con la siguiente redacción:

Disposición Final xxx. Modificación del Real Decreto-legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial

“Se añade un nuevo apartado 3 en el artículo 78 del Real Decreto-legislativo 6/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a 
Motor y Seguridad Vial, con la siguiente redacción:

"3. Las entidades aseguradoras no podrán suscribir un nuevo contrato de seguro de vehículos a 
motor ni proceder a la renovación o subrogación de uno existente sin que conste, debidamente 
acreditado, que el vehículo ha superado favorablemente la inspección técnica (ITV) en los 
supuestos en los que ello resulte obligatorio. Cuando la entidad aseguradora no tenga constancia de 
que el vehículo dispone de una inspección técnica (ITV) en vigor podrá suscribir un contrato de 
seguro provisional, de duración temporal limitada a un mes, a los efectos de facilitar el cumplimiento 
de esta obligación.

A los efectos indicados en el párrafo anterior se regulará reglamentariamente el acceso de las 
entidades aseguradoras a la información y bases de datos sobre la inspección técnica de vehículos 
(ITV)”
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Justificación

La obligación de someter los vehículos a motor matriculados a inspección técnica periódica (ITV) 
está contenida el artículo 10.1 del Reglamento General de Vehículos, aprobado por RD 2822/1998, 
de 28 de diciembre, y en el artículo 4 del RD 920/2017, por el que se regula la inspección técnica de 
vehículos. Por su parte, el art 76 o) del Texto Refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de 
octubre, tipifica como infracción grave circular por las vías públicas con un vehículo que no haya 
sido sometido a la preceptiva inspección técnica (ITV).

Sin embargo, a pesar de la existencia de esta obligación normativa y de la correlativa sanción en 
nuestro ordenamiento jurídico, los datos oficiales disponibles reflejan la existencia de un elevadísimo 
índice de incumplimiento de la obligación de someter los vehículos matriculados a la ITV.

Una exigencia legal como la propuesta, con un mecanismo de doble verificación o reciprocidad, 
generaría un fuerte círculo virtuoso tanto en el aseguramiento de los vehículos como en el 
sometimiento de los mismos a la ITV con la periodicidad exigida y, en consecuencia, una mejora 
directa para la seguridad vial y el medio ambiente junto con una reducción de siniestros viales, 
heridos de distinta gravedad y fallecidos
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Nº Enmienda: 10. DOS

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 10

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (EAJ-PNV)

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. DOS

Texto que se propone

Dos. Se incorpora un nuevo artículo 1 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 1 bis. Definición de vehículo a motor y hecho de la circulación a los efectos de esta ley y su 
normativa de desarrollo.

1. Se entiende por vehículo a motor:

a) Todo vehículo automóvil accionado exclusivamente mediante una fuerza mecánica que circula 
por el suelo y que no utiliza una vía férrea, con:

i. una velocidad máxima de fabricación superior a 25 km/h, o

ii. un peso neto máximo superior a 25 kg y una velocidad máxima de fabricación superior a 14 km/h.

b) Todo remolque destinado a ser utilizado con uno de los vehículos a que se refiere la letra a), tanto 
enganchado como no enganchado.

2. No son vehículos a motor:

a) Los ferrocarriles, tranvías y otros vehículos que circulen por vías que le sean propias.

b) Las sillas de ruedas y otros vehículos motorizados de apoyo a la movilidad, que son 
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destinados exclusivamente para ser utilizados por personas con discapacidad o con 
movilidad reducida.

3. A efectos de la responsabilidad civil derivada de los hechos de la circulación y de la cobertura del 
seguro obligatorio regulado en esta ley, se entiende por hecho de la circulación toda utilización de 
un vehículo a motor que sea conforme con la función del vehículo como medio de transporte en el 
momento del accidente, con independencia de las características de éste, del terreno en el que se 
utilice el vehículo y de si está parado o en movimiento.

4. No son hechos de la circulación:

a) Los derivados de la utilización de vehículos en eventos y actividades automovilísticos, tales como 
carreras y competiciones, así como entrenamientos, pruebas y demostraciones que, con la debida 
autorización, tengan lugar en zonas restringidas y demarcadas o se desarrollen en itinerarios o en 
circuitos especialmente destinados o habilitados para dichas actividades. El organizador de la 
actividad deberá disponer de un seguro, aval o garantía financiera que ofrezca una protección a 
terceros equivalente a la ofrecida por el seguro regulado en esta ley, incluidos los espectadores y 
otros transeúntes, con los mismos límites establecidos en el artículo 4, aunque no cubra 
necesariamente los daños a los conductores participantes y sus vehículos. Mediante Orden 
Ministerial se podrán desarrollar los requisitos del seguro, aval o garantía financiera.

b) La utilización de un vehículo a motor como medio para causar deliberadamente daños a las 
personas o en los bienes, sin perjuicio de la obligación del Consorcio de Compensación de Seguros 
de indemnización en los términos establecidos en el artículo 11.1.g.

c) Los desplazamientos de vehículos a motor utilizados exclusivamente en determinadas zonas de 
acceso restringido de puertos y aeropuertos, sin perjuicio de la obligatoriedad de disponer de un 
seguro, aval o garantía financiera equivalente que garantice una protección a terceros equivalente a 
la ofrecida por el seguro regulado en esta ley con los mismos límites establecidos en el artículo 4.

5. A los efectos de esta ley, toda referencia efectuada en la misma y en su normativa de desarrollo a 
``vehículo'', se entenderá realizada a ``vehículo a motor''.»

Justificación

Con la redacción propuesta se proporciona seguridad jurídica de cuáles son los vehículos que se 
encuentran excluidos y se dota de homogeneidad en el tratamiento de los vehículos que son 
utilizados por las personas con discapacidad o movilidad reducida.
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Nº Enmienda: 11. DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 11

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (EAJ-PNV)

De modificación

Precepto que se modifica:

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

Texto que se propone

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 
salvo en lo que sigue:

1) Respecto del artículo primero de la ley:

a) lo dispuesto en su apartado tres, referido al artículo 2.7 párrafos segundo, tercero y cuarto del 
texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, se aplicará a partir del día 
siguiente al de la publicación de esta ley en el «Boletín Oficial del Estado» o, si es posterior, a partir 
de la fecha de aplicación de la normativa europea que especifique el contenido de la certificación 
acreditativa de los siniestros de los que se derive responsabilidad frente a terceros;

b) lo dispuesto en su apartado diecinueve, relativo a la actualización conforme al índice general de 
precios al consumo prevista en la modificación del artículo 49.1 del texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, producirá efectos a partir del 1 de enero siguiente a la entrada 
en vigor de la ley.

2) Lo dispuesto en el apartado dos del artículo segundo de la ley entrará en vigor el 30 de 
enero de 2027.
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3) Lo dispuesto en el artículo segundo de esta ley entrará en vigor el 2 de enero de 2025.

Justificación

El 8 de enero de 2025 se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE) la Directiva 
2025/1 por la que se establece un marco para la recuperación y la resolución de las empresas de 
seguros y reaseguros (IRRD, por sus siglas en inglés). La norma deberá transponerse a más tardar, 
el 29 de enero de 2027 y se aplicará a partir del 30 de enero de 2027.

En la directiva se establece la obligación para las entidades aseguradoras de elaborar planes 
preventivos de recuperación que contengan las medidas que deberá adoptar la empresa de que se 
trate para restablecer su situación financiera cuando dicha situación se haya deteriorado 
significativamente.

El Ministerio de Economía, Comercio y Empresa ya ha iniciado la tramitación administrativa para la 
transposición de dicha directiva, por lo que carece de sentido llevar a cabo de manera aislada esta 
modificación de la LOSSEAR, que supone anticipar parcialmente la transposición de la directiva.

Ello iría en perjuicio de las mutuas de seguros y entidades aseguradoras domiciliadas en Cataluña, 
que se encontrarían en una situación de desventaja competitiva frente a las entidades de otros 
Estados miembros de la UE, al ver reducido el plazo disponible para su adaptación a las nuevas 
obligaciones.

Asimismo, debe tenerse en cuenta que existen numerosos desarrollos normativos que han de 
llevarse a cabo a nivel comunitario para concretar lo dispuesto en la IRRD. Tales desarrollos 
incluyen normas técnicas imprescindibles para determinar las entidades sujetas a planificación 
preventiva, así como para fijar el contenido mínimo de los planes preventivos de recuperación; para 
preparar los proyectos de tales normas técnicas la Autoridad Europea de Seguros y Pensiones 
(EIOPA) dispone de plazo hasta 29 de julio de 2026.

Asimismo, EIOPA deberá publicar directrices acerca de los escenarios de tensión macroeconómica 
y financiera y los indicadores cualitativos y cuantitativos que las entidades deberán considerar en la 
elaboración de sus planes preventivos de recuperación. Para ello, EIOPA dispone de plazo hasta el 
29 de enero de 2027.

En consecuencia, se propone que la entrada en vigor del apartado dos del artículo segundo, que 
introduce en la LOSSEAR un nuevo artículo 66 bis sobre planes preventivos de recuperación, tenga 
lugar cuando estén disponibles los desarrollos normativos comunitarios que han de fijar el contenido 
y ámbito subjetivo de los planes.
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Nº Enmienda: 12. Disposiciones finales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 12

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (EAJ-PNV)

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Disposición final nueva. Modificación del artículo 83 de la Ley 50/1980 de 8 de octubre, de Contrato 
de Seguro.

En el último párrafo del artículo 83 se elimina el inciso "o de incapacitados", quedando redactado del 
siguiente  modo:

“Artículo ochenta y tres.

Por el seguro de vida el asegurador se obliga, mediante el cobro de la prima estipulada y dentro de 
los límites establecidos en la Ley y en el contrato, a satisfacer al beneficiario un capital, una renta u 
otras prestaciones convenidas, en el caso de muerte o bien de supervivencia del asegurado, o de 
ambos eventos conjuntamente.

El seguro sobre la vida puede estipularse sobre la vida propia o la de un tercero, tanto para caso de 
muerte como para caso de supervivencia o ambos conjuntamente, así como sobre una o varias 
cabezas.

Son seguros sobre la vida aquellos en que, cumpliendo lo establecido en los párrafos anteriores, la 
prestación convenida en la póliza ha sido determinada por el asegurador mediante la utilización de 
criterios y bases de técnica actuarial.

En los seguros para caso de muerte, si son distintas las personas del tomador del seguro y del 
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asegurado, será preciso el consentimiento de éste, dado por escrito, salvo que pueda presumirse de 
otra forma su interés por la existencia del seguro.

A los efectos de lo indicado en el artículo 4, en los seguros sobre la vida se entiende que existe 
riesgo si en el momento de la contratación no se ha producido el evento objeto de la cobertura 
otorgada en la póliza.

Si el asegurado es menor de edad, será necesaria, además, la autorización por escrito de sus 
representantes legales.

No se podrá contratar un seguro para caso de muerte sobre la cabeza de menores de catorce años 
de edad. Se exceptúan de esta prohibición, los contratos de seguros en los que la cobertura de 
muerte resulte inferior o igual a la prima satisfecha por la póliza o al valor de rescate.”

Justificación

Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las 
personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica. sustituye el sistema de 
incapacitación vigente por el establecimiento de medidas de apoyo que puedan necesitar las 
personas con discapacidad para el ejercicio de su capacidad jurídica en condiciones de igualdad 
respecto a las demás personas. Se modifican los regímenes de protección de la persona con 
discapacidad y se enfatiza en su capacidad de autodeterminación, autorizando únicamente cuando 
sea estrictamente necesario, por la autoridad judicial competente, medidas de apoyo en régimen de 
guarda de hecho, curatela, o mediante la figura del defensor judicial.

Se eliminan la tutela, la patria potestad prorrogada y la patria potestad rehabilitada como regímenes 
de protección a las personas con discapacidad. Las medidas de sustitución pasan a ser 
reemplazadas por medidas de apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su 
capacidad jurídica; el procedimiento de incapacitación se sustituye por los regímenes de la curatela 
(cuando el apoyo se precisa con carácter continuado) y el nombramiento de defensor judicial 
(cuando el apoyo se precise de forma ocasional).

En el procedimiento de provisión de medidas de apoyo, que se regula en el artículo 42 bis de la Ley 
de Jurisdicción Voluntaria, la resolución judicial determinará los actos para los que la persona con 
discapacidad requiera apoyo. Las resoluciones judiciales y los documentos públicos notariales sobre 
los cargos tutelares y medidas de apoyo a personas con discapacidad habrán de inscribirse en el 
Registro Civil.

La 8/2021 introduce modificaciones sobre diferentes normas, incluyendo la Ley del Notariado, la Ley 
Hipotecaria, la Ley de Enjuiciamiento Civil, la Ley de protección patrimonial de las personas con 
discapacidad, la Ley del Registro Civil, la Ley de Jurisdicción Voluntaria, el Código de Comercio y el 
Código Penal.
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Entre las modificaciones llevadas a cabo, no existe ninguna referida a la Ley 50/1980, de 8 de 
octubre, de Contrato de Seguro (LCS); sin embargo, hubiera sido deseable que la Ley 8/2021 
hubiera modificado el artículo 83 de la LCS eliminando la referencia en dicho precepto a los 
“incapacitados”, al haber desaparecido dicho concepto de nuestro Derecho Positivo.

En concreto, el artículo 83 de la LCS establece la siguiente prohibición:

“No se podrá contratar un seguro para caso de muerte sobre la cabeza de menores de catorce años 
de edad o de incapacitados. Se exceptúan de esta prohibición, los contratos de seguros en los que 
la cobertura de muerte resulte inferior o igual a la prima satisfecha por la póliza o al valor de 
rescate.”

Aun cuando no se haya modificado dicho precepto de la LCS, la prohibición para contratar un 
seguro de muerte sobre la cabeza de incapacitados debe entenderse tácitamente derogada, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 2.2. del Código civil, al resultar incompatible con la supresión 
del sistema de incapacitación operada por la Ley 8/2021. 

A este respecto, cabe destacar que la eliminación de esta prohibición ha sido reclamada desde hace 
tiempo tanto por UNESPA como por CERMI (Comité español de representantes de personas con 
discapacidad), por considerarla discriminatoria y contraria a lo dispuesto en el artículo 14 de la 
Constitución Española y en el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de 
su inclusión social.

En consecuencia, tras la modificación del Código civil introducida por la Ley 8/2021 la prohibición del 
artículo 83 LCS deberá entenderse aplicable exclusivamente a los menores de catorce años, no 
siendo aplicable con respecto a aquellas personas que hubieran sido incapacitadas judicialmente 
antes de la entrada en vigor de la Ley 8/2021.
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Nº Enmienda: 13. Disposiciones adicionales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 13

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO

REGO CANDAMIL, NÉSTOR

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

El Gobierno adoptará, en el plazo máximo de 3 meses desde la entrada en vigor de esta 
norma, las medidas regulatorias necesarias para garantizar a los conductores del sector del 
taxi pólizas de seguro a un coste competitivo, ajustado y proporcional a las coberturas 
requeridas, siguiendo los siguientes criterios:

Garantizar que la renovación de las pólizas de seguros del sector del taxi se ajuste a la 
evolución general de los precios, teniendo en cuenta únicamente la siniestralidad y los 
factores que afectan al propio sector, y no a otros servicios similares como el VTC, lo 
que exige la elaboración de estadísticas y datos de forma diferenciada.

•

Establecer criterios para las nuevas políticas que garanticen la proporcionalidad en 
función del valor del vehículo, asegurando que no se puedan exigir incrementos 
desproporcionados que resulten en la inviabilidad económica de la actividad.

•

Establecer la obligación de proporcionar de forma transparente los datos, factores o 
elementos que impliquen el incremento de precio.

•

Reforzar la actividad inspectora y sancionadora en caso de incumplimiento o 
establecimiento de condiciones abusivas por parte de las compañías de seguros.

•

Establecer escalas de referencia y primas máximas para los distintos supuestos, •
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teniendo en cuenta el servicio público que presta el sector del taxi que permite el 
mantenimiento de la actividad.

 

O Goberno adoptará, no prazo máximo de 3 meses desde a entrada e vigor desta norma, as 
medidas regulatorias precisas para garantir ao sector do taxi pólizas de seguro cun custo 
competitivo, axustado e proporcional ás coberturas requiridas, seguindo os seguintes criterios:

- que a renovación de pólizas de seguros para o sector do taxi se axuste á evolución xeral dos 
prezos atendendo unicamente á sinistralidade e factores que afecten ao propio sector, non a doutros 
servizos semellantes como o VTC, exixindo a recompilación de estatísticas e datos de forma 
diferenciada. 

- Fixar para as novas pólizas criterios que garantan a proporcionalidade atendendo ao valor do 
vehículo, asegurando que non se poidan esixir incrementos desproporcionados que determinarán a 
inviabilidade económica da actividade. 

- Estabelecer a obriga de facilitar de forma transparente os datos, factores ou elementos que 
implican a subida de prezos. 

- Reforzar a actividade inspectora e as sancións en caso de incumprimentos ou estabelecemento de 
condicións abusivas por parte das compañías aseguradoras. 

- Estabelecer baremos de referencia e primas máximas para as distintas casuísticas atendendo ao 
servizo público que presta o sector do taxi que permita o mantemento da actividade. 

Justificación

El sector del taxi presta un servicio público esencial para la movilidad de la población, 
especialmente en las zonas rurales, donde no existe un transporte colectivo que permita el 
desplazamiento diario de muchas personas, especialmente personas de edad avanzada, 
cumpliendo, en muchas ocasiones, una función social y de acompañamiento. La mayoría de 
estos profesionales del taxi son autónomos que apenas tienen margen de beneficio en su 
actividad actualmente, por lo que si se mantiene esta política por parte de las compañías de 
seguros, tendrán que dejar de prestar sus servicios.

O sector do taxi presta un servizo público esencial para a mobilidade da poboación, especialmente 
no rural, en que non existe un trasporte colectivo que permita os desprazamentos diarios de moitas 
persoas, sobre todo de avanzada idade, cumprindo, en moitas ocasións, unha función que vai máis 
alá do transporte, unha función social e de acompañamento das persoas. Moitos dos profesionais 
do taxi son autónomos que apenas teñen xa, na actualidade, marxe de beneficio na súa actividade, 
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polo que, de manterse esta política por parte das compañías de seguros, terán que renunciar a 
seguir coa actividade. 
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Nº Enmienda: 14. Disposiciones finales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 14

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO

BELARRA URTEAGA, IONE

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

“Disposición final xx. Sobre el establecimiento de seguros asequibles para vehículos con licencia de 
autotaxi.

1. Las administraciones públicas, en colaboración con las entidades aseguradoras privadas, 
deberán garantizar la existencia de pólizas de seguros a precios asequibles para vehículos con 
licencia de autotaxi, considerados servicios de interés público. A tal efecto, el Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, en un plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor 
de esta Ley, desarrollará las modificaciones legales y reglamentarias necesarias para:

           a - Establecer criterios claros que definan las características de las pólizas asequibles, 
garantizando precios ajustados y equitativos para este                    tipo de vehículos.

           b - Habilitar mecanismos de control y sanción que aseguren el cumplimiento de dichas 
disposiciones por parte de las aseguradoras. 

2. Se considerarán pólizas de seguros asequibles aquellas cuya prima no supere el coste medio de 
las pólizas para vehículos con licencia de autotaxi correspondiente al año 2020, según el tipo de 
póliza y el vehículo asegurado. La media será definida reglamentariamente por el Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital y podrá actualizarse anualmente para reflejar los 
posibles aumentos de los costes para las aseguradoras, justificados mediante los informes técnicos 
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correspondientes. Para determinar estas actualizaciones, el Consorcio de Compensación de 
Seguros publicará anualmente un informe que detalle los incrementos relativos de costes respecto 
al año anterior. Este informe incluirá un desglose por categorías de pólizas, tipos de vehículos y 
territorios, sirviendo como referencia para establecer los precios máximos permitidos para los 
vehículos con licencia de autotaxi, considerados de interés público.

3. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital deberá constituir un comité de 
seguimiento con representación de las asociaciones de taxistas y de consumidores. Este comité 
tendrá como objetivo evaluar la efectividad de esta disposición y, en caso necesario, proponer 
ajustes para garantizar la correcta vigilancia y aplicación de primas de seguro asequibles para los 
vehículos con licencia de autotaxi.

Justificación

  Mejora técnica
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Nº Enmienda: 15. Disposiciones finales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 15

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO

BELARRA URTEAGA, IONE

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

“Disposición final xx. Sobre la adecuación de la prima del Consorcio de Compensación de Seguros a 
los vehículos con licencia autotaxi.

Con el objetivo de garantizar precios asequibles para los vehículos con licencia de autotaxi 
que no logren asegurar su vehículo a través de aseguradoras privadas, el Consorcio de 
Compensación de Seguros deberá ajustar la prima del seguro obligatorio de responsabilidad 
civil de automóviles para autotaxis al valor de la prima asequible definido en el apartado 2 de 
la disposición final xx.

1. 

Justificación

  Mejora técnica
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Nº Enmienda: 16. Disposiciones finales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 16

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO

BELARRA URTEAGA, IONE

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

“Disposición final xx. Sobre la creación de una aseguradora de interés público para la cobertura de 
vehículos con licencia autotaxi.

El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital deberá, en un plazo máximo 
de seis meses desde la publicación de la presente disposición, elaborar y publicar un informe 
sobre la viabilidad de crear un seguro especial de terceros, terceros ampliados y a todo riesgo 
para vehículos con licencia de autotaxi, gestionado por el Consorcio de Compensación de 
Seguros.

1. 

El precio de este seguro deberá ser asequible para las personas que lo contraten, tomando 
como referencia la prima asequible definida en el apartado 2 de la disposición final xx.

2. 

Justificación

  Mejora técnica
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Nº Enmienda: 17. DOS

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 17

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO JUNTS PER CATALUNYA

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. DOS

Texto que se propone

Dos. Se incorpora un nuevo artículo 1 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 1 bis. Definición de vehículo a motor y hecho de la circulación a los efectos de esta ley y su 
normativa de desarrollo.

1. Se entiende por vehículo a motor:

a) Todo vehículo automóvil accionado exclusivamente mediante una fuerza mecánica que circula 
por el suelo y que no utiliza una vía férrea, con:

i. una velocidad máxima de fabricación superior a 25 km/h, o

ii. un peso neto máximo superior a 25 kg y una velocidad máxima de fabricación superior a 14 km/h.

b) Todo remolque destinado a ser utilizado con uno de los vehículos a que se refiere la letra a), tanto 
enganchado como no enganchado.

2. No son vehículos a motor:

a) Los ferrocarriles, tranvías y otros vehículos que circulen por vías que le sean propias.

b) Las sillas de ruedas y otros vehículos motorizados de apoyo a la movilidad, que son 
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destinados exclusivamente para ser utilizados por personas con discapacidad o con 
movilidad reducida. destinadas exclusivamente a ser utilizadas por personas con discapacidad 
física.

(...) »

Justificación

Con la redacción propuesta se proporciona la seguridad jurídica de cuales son los vehículos que se 
encuentran excluidos y se dota de homogeneidad en el tratamiento de los vehículos que son 
utilizados por las personas con discapacidad o movilidad reducida.
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Nº Enmienda: 18. SEIS

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 18

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO JUNTS PER CATALUNYA

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. SEIS

Texto que se propone

Seis. Se modifican los apartados 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8 y se añaden dos nuevos apartados 9 y 10 en el 
artículo 7, que queda redactado como sigue:

«1. El asegurador, dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio y con cargo al seguro de 
suscripción obligatoria, habrá de satisfacer al perjudicado el importe de los daños sufridos en su 
persona y en sus bienes, así como los gastos y otros perjuicios a los que tenga derecho según 
establece la normativa aplicable. Únicamente quedará exonerado de esta obligación si prueba que 
el hecho no da lugar a la exigencia de responsabilidad civil conforme al artículo 1.

El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa para exigir al asegurador la satisfacción de 
los referidos daños, que prescribirá por el transcurso de un año.

No obstante, con carácter previo a la interposición de la demanda judicial, deberán comunicar el 
siniestro al asegurador, pidiendo la indemnización que corresponda. Esta reclamación extrajudicial 
contendrá la identificación y los datos relevantes de quien o quienes reclamen, una declaración 
sobre las circunstancias del hecho, la identificación del vehículo y del conductor que hubiesen 
intervenido en la producción del mismo de ser conocidas, así como cuanta información médica 
asistencial o pericial o de cualquier otro tipo tengan en su poder que permita la cuantificación del 
daño. La reclamación extrajudicial no requerirá estar cuantificada incluso si el reclamante dispusiera 
de todos los elementos para poder calcularla y cuantificarla.
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La comunicación por parte del perjudicado también deberá producirse cuando se inicie un 
procedimiento penal a instancia de este y se equiparará a la reclamación extrajudicial prevista en el 
párrafo anterior.

No será necesaria reclamación extrajudicial cuando el procedimiento se inicie de oficio, debiendo 
practicarse en tal caso la correspondiente notificación por el órgano judicial.

Esta reclamación, comunicación o notificación interrumpirá el cómputo del plazo de prescripción 
desde el momento en que se presente al asegurador obligado a satisfacer el importe de los daños 
sufridos al perjudicado. En el momento en el que se notifique fehacientemente la oferta o la 
respuesta motivada se iniciará un nuevo plazo de prescripción de un año.

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad encargadas de la vigilancia del tráfico facilitarán de forma 
gratuita a petición de los perjudicados, entidades aseguradoras, o sus representantes, y del 
Consorcio de Compensación de Seguros copia del atestado o informe equivalente en el que conste 
toda la información sobre las circunstancias del accidente, salvo en el supuesto de que los hayan 
entregado a la autoridad judicial competente, en cuyo caso deberán solicitar dicha información a 
ésta. incluso cuando lo hayan remitido a la autoridad judicial competente. 

La entidad aseguradora incursa en un procedimiento concursal o de liquidación, o su administrador 
o liquidador, informará al organismo de indemnización competente cuando indemnice o rechace su 
responsabilidad en relación con las reclamaciones recibidas.»

(...)

Justificación

El presente artículo recoge finalmente el derecho de los perjudicados/entidades 
aseguradoras/representantes y Consorcio de Compensación de Seguros, a solicitar de forma 
gratuita copia del atestado o informe equivalente en el que conste toda la información sobre las 
circunstancias del accidente, salvo una excepción, cuando las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
hayan entregado el informe a la autoridad judicial competente, en cuyo caso deberán solicitar el 
informe a ésta.

Esta excepción supone un perjuicio económico para los perjudicados si tenemos en cuenta que, una 
vez el atestado se encuentre en sede judicial, el perjudicado se verá en la necesidad de contratar 
los servicios de un abogado y procurador que se persone ante la autoridad judicial competente y 
solicite dicha documentación, con el coste económico y de tiempo que ello implica, puesto que 
debemos tener en cuenta también el volumen de trabajo de los juzgados.  Ello provocará una mayor 
dilación en el tiempo para el perjudicado a la hora de obtener dicho atestado.

Entendemos que la finalidad del precepto es evitar que el perjudicado sufra ningún tipo de perjuicio 
económico ni dilación, dejando claro el carácter gratuito del atestado/informe equivalente, por lo que 
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nos resulta contradictorio que en el mismo precepto se añada una excepción a esa gratuidad. Es 
común en la práctica habitual, que cuando el perjudicado recurre a las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad para solicitar el atestado, éstos siempre contestan que ya se ha remitido al juzgado, por 
lo que nunca será gratuito para los mismos solicitarlo, incumpliendo por tanto con la naturaleza de la 
modificación del precepto.

En base a lo expuesto anteriormente, se propone suprimir el  último inciso de dicho precepto, 
teniendo siempre en cuenta las necesidades de las  víctimas/perjudicados,añadiendo en el artículo 
la obligatoriedad para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de facilitar el documento incluso  cuando 
éstos le hayan dado traslado al juzgado, evitando también de esta manera el colapso de los 
juzgados, en un trámite tan sencillo como es facilitar la copia de un atestado.
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Nº Enmienda: 19. DIECINUEVE

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 19

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO JUNTS PER CATALUNYA

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. DIECINUEVE

Texto que se propone

Diecinueve. Se modifica el título y el contenido del artículo 49, que queda redactado como sigue:

«Artículo 49. Actualizaciones y modificaciones.

1. Las cuantías y límites indemnizatorios fijados en esta ley y en sus tablas, salvo las tablas de lucro 
cesante y de ayuda de tercera persona, que se rigen por lo dispuesto en el apartado siguiente, 
quedan automáticamente actualizadas con efecto desde el uno de enero de cada año, incluido el 
año de su publicación, en el porcentaje del índice general de precios al consumo correspondiente 
al año natural inmediatamente anterior.

La Comisión de Seguimiento del Sistema de Valoración realizará los cálculos a los que se refiere el 
párrafo anterior y éstos se harán públicos por Resolución de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones en los sitios web del Ministerio de Presidencia, Justicia y Relaciones con las 
Cortes y de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones para facilitar su conocimiento y 
aplicación.

(...)»

Justificación
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Entendemos que dicho artículo contiene un error de redacción y nos referimos al “incluido”  que 
entendemos que quiere decir “incluido el de su publicación” y ello por cuanto las cuantías  recogidas 
en las tablas del proyecto de Ley están cuantificadas sobre la base de las recogidas  en la 
Resolución de 18 de enero de 2024, de la Dirección General de Seguros y Fondos de  Pensiones, 
por la que se publican las cuantías de las indemnizaciones actualizadas del  sistema para la 
valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de  circulación (BOE-A-
2024-1757), que son las vigentes para el año 2024. 

Pues bien, si como se prevé, tras la correspondiente tramitación parlamentaria del Proyecto de Ley, 
la misma se publicará y entrará en vigor en el año 2025 las cuantías se deberán actualizar al IPC ya 
desde el mismo momento de su publicación, por ello entendemos que lo que ese incluido quiere 
decir es: “Incluido el año de su publicación”.
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Nº Enmienda: 20. CUARENTA Y SIETE

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 20

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO JUNTS PER CATALUNYA

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. CUARENTA Y SIETE

Texto que se propone

Cuarenta y siete. Se modifica el apartado 3 y se añade el apartado 4 en el artículo 141, que quedan 
redactados como sigue:

«3. Las entidades aseguradoras garantizarán la libre elección de centro por parte del lesionado y le 
reembolsarán las cantidades que haya pagado, siempre que las cantidades pagadas estén 
debidamente justificadas y sean médicamente razonables en atención a la lesión sufrida y a sus 
circunstancias. En este caso regirán las reglas propias de la responsabilidad civil y, en caso de 
concurrencia de culpa o culpa exclusiva del lesionado, podrá reducirse o excluirse el pago de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1.2. En caso de que la entidad aseguradora no esté 
adherida a convenios sanitarios sectoriales de aplicación al caso, el centro sanitario podrá 
reclamar los gastos sanitarios directamente, sin que se apliquen a estas reclamaciones las 
reglas propias de la responsabilidad civil.»

«4. Se asimilan a los gastos de asistencia los relativos a los desplazamientos que el lesionado 
realice con ocasión de la asistencia sanitaria de sus lesiones temporales.»

Justificación

Los Convenios de asistencia sanitaria, reconocidos en los artículos 8 y 141 de la presente iniciativa, 
han supuesto un avance en lo que se refiere a la eficacia y la sostenibilidad económica de la 
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asistencia sanitaria prestada a los accidentados de tráfico y con cobertura a cargo del seguro 
obligatorio de vehículos a motor. Los convenios han permitido por un parte estandarizar los 
procesos asistenciales, especialmente en lo referido a duración, medios aplicados y coste-elemento 
especialmente relevante para las compañías aseguradoras- con la determinación de tarifas 
acordadas entre las partes y, por otra parte, han permitido agilizar el pago de los gastos sanitarios 
por parte de las aseguradoras, de forma que los centros sanitarios no se ven sometidos a las 
demoras propias de los procedimientos judiciales para establecer la responsabilidad civil y 
obligación de pago. Es decir, los convenios son instrumentos que permiten la tarificación y 
determinación de procesos a cambio del pronto pago. 

Los centros sanitarios que no se adhieren a los convenios, por el contrario, se ven ante la 
imposibilidad de gozar del referido "pronto pago", y el centro debe reclamar el pago directamente al 
paciente y, si este se niega al pago de la factura, debe proceder a reclamar judicialmente al mismo o 
a la entidad aseguradora el coste de la asistencia prestada, con el riesgo de que las reglas de 
determinación judicial de la responsabilidad impidan la recuperación de dichos importes. Significa 
cobrar facturas más altas (no tarificadas) y, a menudo, también supone cobrar muy tarde, a veces 
años después de la asistencia- o incluso no cobrar, lo cual supone un quebranto importante para las 
entidades sanitarias. 

El apartado 141.3 que se propone incorporar al texto legal prevé que los centros sanitarios solo 
puedan cobrar la asistencia sanitaria prestada (derivada de siniestros de circulación cubiertos por el 
seguro obligatorio) del propio paciente o de la entidad aseguradora en caso de estar adheridos a un 
convenio sanitario. Ahora bien, si el centro se halla adherido al convenio, pero la entidad 
aseguradora no, resulta que ésta se ve beneficiada por las "reglas propias de la responsabilidad 
civil". Es decir, la obligación de pronto pago desaparece y el centro sanitario se ve abocado a un 
procedimiento judicial, de incierto resultado y de largo recorrido. 

Por lo anteriormente dicho, es evidente que resulta procedente, no sólo por cuestiones de justicia y 
eficacia en la prestación de asistencia sanitaria, sino también por política de estímulo a la adhesión 
de los distintos operadores a convenios sanitarios, prever la no adhesión de las entidades 
aseguradoras al convenio sanitario de aplicación suponga que no se les aplique "las reglas de la 
responsabilidad civil". 
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Nº Enmienda: 21. DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 21

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO JUNTS PER CATALUNYA

De modificación

Precepto que se modifica:

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

Texto que se propone

Disposición adicional primera. Seguro obligatorio de responsabilidad civil para vehículos personales 
ligeros que no estén incluidos en el concepto legal de «vehículo a motor».

1. Se crea el seguro obligatorio de responsabilidad civil para vehículos personales ligeros con la 
finalidad de garantizar la cobertura de las indemnizaciones por los daños personales y materiales a 
los perjudicados por accidentes en los que intervengan este tipo de vehículos. Todo propietario de 
un vehículo personal ligero estará obligado a suscribir y mantener en vigor un contrato de seguro 
que cubra la responsabilidad civil hasta la cuantía mínima prevista en el apartado 4 por cada 
vehículo de que sea titular.

2. Se consideran vehículos personales ligeros a efectos del seguro obligatorio de responsabilidad 
civil, los vehículos de una o más ruedas propulsados por motor que pueden proporcionar al vehículo 
una velocidad máxima de fabricación entre 6 y 25 km/h, si su peso es inferior a 25 kg., o una 
velocidad máxima de fabricación entre 6 y 14 km por hora, si su peso es superior a 25 kg.

Se incluyen dentro de esta definición los vehículos de movilidad personal, definidos en el apartado A 
«Definiciones», del anexo II del Reglamento General de Vehículos, aprobado por el Real 
Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre.

Se excluyen de esta definición:

a) los vehículos diseñados y fabricados para ser utilizados exclusivamente por las fuerzas Armadas,
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b) los vehículos motorizados de apoyo a la movilidad, que son destinados exclusivamente 
para ser utilizados por para personas con discapacidad o con movilidad reducida,

c) las bicicletas de pedales con pedaleo asistido definidas en el apartado A «Definiciones», del 
anexo II del Reglamento General de Vehículos.

(...)»

Justificación

Con la redacción propuesta se proporciona seguridad jurídica de cuales son los vehículos que se 
ecuentran excluidos y se dota de homogeneidad en el tratamiento de los vehículos que son 
utilizados por las personas con discapacidad o movilidad reducida. 
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Nº Enmienda: 22. Artículos nuevos

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 22

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO JUNTS PER CATALUNYA

De adición

Precepto que se añade:

Artículos nuevos

Texto que se propone

Artículo nuevo. Modificación de la Ley 15/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro. 

Se modifican los apartados 3, 4 y 6 del artículo 20 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato 
de Seguro, quedando redactado como sigue: 

Artículo veinte.

Si el asegurador incurriere en mora en el cumplimiento de la prestación, la indemnización de daños 
y perjuicios, no obstante entenderse válidas las cláusulas contractuales que sean más beneficiosas 
para el asegurado, se ajustará a las siguientes reglas:

(...)

3.º Se entenderá que el asegurador incurre en mora cuando no hubiere cumplido su prestación en el 
plazo de tres meses desde la comunicación del siniestro o no hubiere procedido al pago del importe 
mínimo de lo que pueda deber dentro de los cuarenta días a partir de la recepción de la declaración 
del siniestro.

4.º La indemnización por mora se impondrá de oficio por el órgano judicial y consistirá en el pago de 
un interés anual igual al del interés legal del dinero vigente en el momento en que se devengue, 
incrementado en el 50 por 100; estos intereses se considerarán producidos por días, sin necesidad 
de reclamación judicial.
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No obstante, transcurridos dos años desde la producción del siniestro, el interés anual no podrá ser 
inferior al 20 por 100 en los supuestos en los que la responsabilidad del asegurador se determina 
por ley de forma objetiva. Cuando el asegurador cubra supuestos de responsabilidad por culpa del 
asegurado, el interés anual no podrá ser inferior al interés legal del dinero incrementado en 8 
puntos.

6.º Será término inicial del cómputo de dichos intereses la fecha de comunicación del siniestro.

Respecto del tercero perjudicado o sus herederos será término inicial la fecha de reclamación o la 
del ejercicio de la acción directa contra el asegurador.»

Justificación

La modificación del apartado 3º y 6º busca que el plazo a partir del cual el asegurado incurre en 
mora, y el cómputo de intereses, no comience hasta la comunicación del siniestro. De otra forma, el 
asegurador no puede proceder al pago de un siniestro del que no tiene conocimiento. Asimismo, 
esta modificación evita la presunción de que el asegurador pueda conocer la existencia de un 
siniestro desde su producción y se suprime la exigencia de que el asegurador demuestre que no ha 
conocido el siniestro desde su suceso y con anterioridad a la acción directa del perjudicado.

Por otro lado, la modificación del apartado 4º tiene por objeto moderar y actualizar el interés de 
demora del 20% en el pago de indemnizaciones por el asegurador a partir del segundo año, vigente 
desde 1980, para aquellos casos en los que el asegurador cubra supuestos de responsabilidad por 
culpa, sin afectar a los intereses de demora previstos en los supuestos de responsabilidad objetiva 
como, por ejemplo, los accidentes de tráfico.

En los casos de responsabilidad por culpa, la negligencia y la relación de causalidad entre la acción 
u omisión imputada y el daño reclamado no se presumen y por lo tanto se deben probar por el 
demandante. Esto implica que los procesos para resolver estos casos tengan una extensión 
temporal notable. Teniendo en cuenta que los intereses de mora se contabilizan desde el momento 
en el que ocurre la acción u omisión negligente, y que el interés aplicable a los mismos es 
excesivamente elevado, los intereses de mora a los que debe hacer frente el asegurador en estos 
supuestos concretos resultan claramente desproporcionados.

Cabe destacar que el 20% de interés anual aplicable a partir del segundo año como indemnización 
por mora carece de equivalente en la legislación en materia de seguros de los países de nuestro 
entorno jurídico-político y es notablemente superior a otros intereses moratorios previstos en el 
propio ordenamiento jurídico español. Con la imposición del interés legal del dinero, incrementado 
en 8 puntos, como interés anual aplicable a partir del segundo año como indemnización por mora 
para los supuestos de responsabilidad por culpa del asegurado se pretende asimilar la exigencia de 
intereses por mora a la de países de nuestro entorno, siendo Portugal el segundo país tras España 
con el tipo más alto (8%).
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En definitiva, se trata de un interés de demora excesivamente punitivo para los supuestos en los que 
el asegurador cubre supuestos de responsabilidad por culpa, como es el caso de actividades 
profesionales como la sanitaria, con un elevado impacto económico para las Administraciones 
Públicas (por el incremento en las primas de los profesionales sanitarios que debe asumir cada 
Comunidad Autónoma) y para la economía del estado español.
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Nº Enmienda: 23. Artículos nuevos

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 23

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO JUNTS PER CATALUNYA

De adición

Precepto que se añade:

Artículos nuevos

Texto que se propone

«Artículo nuevo. Modificación de la Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte.

Se modifica el apartado 3 del artículo 23 de la Ley 9/2022, de 30 de diciembre, del Deporte, que 
queda redactado como sigue: 

3. La cuantía de las prestaciones mínimas del seguro obligatorio deportivo (SOD) se garantizará de 
forma suficiente para la práctica deportiva, se establecerá mediante reglamento y será actualizada y 
ajustada a la naturaleza del seguro de accidentes conforme a los previsto en los artículos 100, 105 y 
106 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.»

Justificación

El objetivo de esta enmienda es garantizar una cobertura real y efectiva del Seguro Obligatorio 
Deportivo (SOD), ajustada a las especificidades y diversidad de la práctica deportiva.

A diferencia de los accidentes de tráfico, en los que habitualmente existe un responsable (ya sea un 
tercero o el propio conductor), en la práctica deportiva los riesgos son asumidos voluntariamente, lo 
que requiere un enfoque jurídico diferenciado. Por tanto, no resulta razonable aplicar baremos 
idénticos a los de otros ámbitos como el de la circulación, que además encarecen las pólizas de 
seguro de las federaciones deportivas o del propio deportista, cuando el riesgo inherente a la 
actividad es menor que el que puede causar un accidente de circulación.
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Esta enmienda no establece límites prefijados, sino que remite al desarrollo reglamentario para la 
fijación y actualización de las prestaciones mínimas, de acuerdo con los criterios de la Ley de 
Contrato de Seguro. Esto permite garantizar la adaptabilidad de las coberturas al paso del tiempo y 
a la realidad cambiante de la práctica deportiva, asegurando una protección digna y proporcional 
para los y las deportistas.
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Nº Enmienda: 24. Disposiciones transitorias nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 24

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO JUNTS PER CATALUNYA

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones transitorias nuevas

Texto que se propone

«Disposición transitoria (nueva). Subsistencia del sistema de valoración de referencia para la 
aprobación del baremo indemnizatorio de los daños y perjuicios sobrevenidos con ocasión de la 
actividad sanitaria. 

El sistema de valoración de daños y perjucios regulado en la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de 
reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación, subsistirá y resultará de aplicación a efectos de servir como referencia de 
la futura regulación del baremo indemnizatorio de los daños y perjuicios sobrevenidos con ocasión 
de la actividad sanitaria, previsto en la disposición adicional tercera de dicha Ley.»

Justificación

En estos momentos, para calcular las indemnizaciones a pagar por responsabilidad profesional 
sanitaria se toma como referencia el baremo de los accidentes de circulación, tal y como se indica 
en una disposición de la ley 35/2015. La presente iniciativa legislativa pretende aumentar de manera 
sustancial tanto las primas como las indemnizaciones respecto a los accidente de tráfico. Sucede 
que, si se mantiene como baremo de referencia para la responsabilidad sanitaria el que se 
establezca en los accidentes de tráfico, se pone en riesgo económico el sector sanitario en general 
y, especialmente, el catalán. 

Es cierto que el baremo da seguridad jurídica, puesto que establece unos criterios objetivos para 
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valorar las lesiones/perjuicios causados, y homologa las indemnizaciones. También lo es que se 
aplica por analogía, a partir de un supuesto no específico sino similar. Pero aquí es donde debe 
tenerse en cuenta el principal factor diferencial: no es lo mismo la responsabilidad objetiva que se le 
puede exigir a una persona que ha causado lesiones en un accidente de circulación, donde si hay 
culpa ésta es clara, que la responsabilidad de un médico, donde debe probarse que ha habido 
culpabilidad, es decir una relación directa entre su actuación y el perjuicio sufrido por la persona. 

También debe tenerse en cuenta que la persona que se pone en manos de un médico parte de una 
situación de salud a menudo comprometida. Y, por tanto, puede haber, más fácilmente, 
consecuencias perjudiciales.

Por ejemplo: una persona enferma de cáncer parte de una situación de salud diferente a la de una 
persona sana. Y aunque existe un consentimineto informado (aplica a la autonomía del paciente), 
los médicos igualmente son reponsables de su actuación. Si hay un nexo causal debe indemnizarse, 
pero valorando todas las circunstancias: la salud previa del paciente, los riesgos derivados de esta 
situación... Se debe valorar si el paciente, por ejemplo, está tomando una medicación previa que 
podría infuir en la circunstancia, debe valorarse en qué condiciones han podido actuar los médicos 
(no es lo mismo en un gran hospital, con muchos medios, que en un ambulatorio realizar un servicio 
de urgencias). 

Por eso se habla de la lex artis ad hoc, el criterio valorativo que tiene en cuenta, a la hora de dar 
conformidad o no a un acto médico ejecutado por un profesional sanitario, las especiales 
características del médico, de la profesión, de la complejidad de la intervención, así como de las 
causas endógenas como el estado físico del paciente, su intervención, o la de sus familiares, o la de 
la propia organización sanitaria. 

Por otro lado, en un accidente de circulación existe una provisión de recursos, todo el mundo paga 
primas que facilitan un sistema de compensación que protege, que está muy calculado. 

Por contra, el sistema público de salud lo pagamos todos los contribuyentes. Una subida del baremo 
supone una subida muy importante de la cuantía de indemnizaciones que asume la sanidad. Así, el 
encarecimiento del baremo puede llevarnos a generalizar la situación que se vive en algunas CCAA 
en las que los médicos no encuentran aseguradoras que quieran cubrir este servicio y se ven 
abocados a ir, directamente, a reclamaciones de responsabilidad penal. 

Cuando existe una actuación de un médico que puede ser considerada no conforme, el paciente 
puede denunciar el sistema o el médico, por tanto, puede ir por vía administrativa o ir por vía penal. 
Los médicos siempre temen esta segunda vía, lo que llaman "ansia de prisión", o "ansia de 
banquillo", por eso es importante tener cubierto el sistema vía aseguradoras, a través de un baremo 
acorde con la situación. 
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Nº Enmienda: 25. Disposiciones finales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 25

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO PLURINACIONAL SUMAR

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

DISPOSICIÓN FINAL (nueva). Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos 
sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Con efectos desde 1 de enero de 2025 se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 67, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 67. Cuota líquida estatal.

1. La cuota líquida estatal del Impuesto será el resultado de disminuir la cuota íntegra estatal en la 
suma de:

a) La deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación prevista en el apartado 1 
del artículo 68 de esta Ley.

b) El 50 por ciento del importe total de las deducciones previstas en los apartados 2, 3, 4, 5 y 6 del 
artículo 68 de esta Ley».
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Dos. Se añade un nuevo apartado 6 en el artículo 68, que queda redactado de la siguiente forma:

«6. Deducción por obtención de rendimientos del trabajo.

Los contribuyentes con rendimientos íntegros del trabajo, derivados de la prestación efectiva de 
servicios correspondientes a una relación laboral o estatutaria, inferiores a 17.256 euros, siempre 
que no tengan rentas, excluidas las exentas, distintas de las del trabajo antes referidas, superiores a 
6.500 euros se deducirán en el período impositivo 2025 la siguiente cuantía:

a) cuando los rendimientos íntegros del trabajo a los que se refiere este apartado sean a inferiores a 
16.576 euros anuales: 340 euros anuales.

b) cuando los rendimientos íntegros del trabajo a los que se refiere este apartado estén 
comprendidos entre 16.576 euros anuales y 17.256 euros anuales: 340 euros menos el resultado de 
multiplicar por 0,5 la diferencia entre los rendimientos íntegros del trabajo y 16.576 euros anuales.

El importe de la deducción prevista en este apartado no podrá exceder de la parte de la suma de las 
cuotas íntegras estatal y autonómica que proporcionalmente corresponda a los rendimientos netos 
del trabajo a los que se refiere el primer párrafo de este apartado computados para la determinación 
de las bases liquidables».
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Nº Enmienda: 26. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 26

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Texto que se propone

Se modifica el apartado I de la Exposición de Motivos, con la siguiente redacción:

"Exposición de motivos

I

La Directiva 2009/103/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, 
relativa al seguro de la responsabilidad civil que resulta de la circulación de vehículos automóviles, 
así como el control de la obligación de asegurar esta responsabilidad, se dictó con el objetivo de 
establecer un sistema en el que se garantizase la existencia de un seguro que cubriese los posibles 
siniestros causados por un vehículo, así como la protección a las víctimas de dichos siniestros, tanto 
en sus bienes como a las personas.

Dicha directiva fue transpuesta al ordenamiento jurídico español a través de la modificación del texto 
refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, en los contenidos que requerían 
rango legal; y a través de la modificación del Real Decreto 1507/2008, de 12 de septiembre, por el 
que se aprueba el Reglamento del seguro obligatorio de responsabilidad civil en la circulación de 
vehículos a motor, en los que requerían rango reglamentario.

En 2017, la Comisión Europea realizó una evaluación del funcionamiento de la mencionada 
directiva, y en particular de su eficiencia, eficacia y coherencia con otras políticas de la Unión. La 
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conclusión de la evaluación fue que la directiva cumplía globalmente su función y, en la mayoría de 
los aspectos, no precisaba modificación. Sin embargo, se identificaron una serie de ámbitos en los 
que se consideró conveniente realizar modificaciones concretas como, por ejemplo, la adaptación 
de los conceptos esenciales de «vehículo a motor» y «hechos de la circulación» a recientes 
pronunciamientos del Tribunal de Justicia de la Unión Europea; la extensión armonizada del alcance 
del seguro obligatorio de automóviles a la protección de los perjudicados en accidentes causados 
por vehículos asegurados en entidades aseguradoras insolventes; los importes mínimos obligatorios 
de la cobertura de seguro; los controles del seguro de los vehículos por parte de los Estados 
miembros; y el uso de las certificaciones de antecedentes siniestrales de los titulares de pólizas por 
una nueva entidad aseguradora, entre otros.

Dicha revisión ha supuesto la aprobación de la Directiva (UE) 2021/2118 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 24 de noviembre de 2021, por la que se modifica la Directiva 2009/103/CE relativa 
al seguro de la responsabilidad civil que resulta de la circulación de vehículos automóviles, así como 
al control de la obligación de asegurar esta responsabilidad (en adelante, la nueva Directiva del 
seguro de automóviles).

La nueva Directiva del seguro de automóviles va a suponer la ampliación del concepto de «vehículo 
a motor» a los efectos del seguro obligatorio en nuestro ordenamiento jurídico, puesto que esta ley 
elimina la restricción establecida por el artículo 1 del Reglamento del seguro obligatorio de 
responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto 
1507/2008, de 12 de septiembre, que limitaba el concepto de vehículo a motor a aquellos con 
autorización administrativa para circular. Mantener esta limitación es una opción prevista en el 
artículo 1 apartado 4 de la Directiva (UE) 2021/2118, pero en tal caso se preceptúa que los 
vehículos sin autorización administrativa para circular deben ser tratados de la misma forma que los 
vehículos a motor no asegurados, esto es, el Consorcio de Compensación de Seguros estaría 
obligado a indemnizar a las víctimas. El Consorcio sólo quedaría eximido de indemnizar en el caso 
de daños causados por vehículos no autorizados a circular por vía pública cuando, de acuerdo con 
la Directiva (UE) 2021/2118, tales daños se produzcan en zonas no accesibles al público debido a 
una restricción legal o física del acceso a dichas zonas, de acuerdo con el Derecho nacional. Se ha 
preferido, en aras de conseguir una mejor protección de las víctimas, no hacer uso de estas 
opciones y seguir la línea marcada por las resoluciones del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
que más adelante se mencionan, consistente en extender el concepto de vehículo a motor y de 
hecho de la circulación tal y como se definen en la mencionada Directiva.

Asimismo, en el artículo 2.1 de la ley, que establece la obligación de aseguramiento de los 
vehículos a motor, se han incluido también dentro de esta obligación a los vehículos 
clasificados por el Reglamento (UE) nº 168/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 
de enero de 2013, relativo a la homologación de los vehículos de dos o tres ruedas y los 
cuatriciclos, y a la vigilancia del mercado de dichos vehículos, como ciclomotores de dos 
ruedas, en la subcategoría L1e-B. Estos vehículos, pese a no ser accionados exclusivamente 
por una fuerza mecánica, son también considerados en el Anexo II del Real Decreto 
2822/1998, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Vehículos, 
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incluso antes de la publicación de la Directiva 2021/2118, como ciclomotores de dos ruedas, 
exigiéndoles las autorizaciones administrativas para conducir y circular, así como el seguro 
obligatorio del vehículo a motor. Existen, además, modelos de bicicletas con pedales y motor 
auxiliar al pedaleo que pueden superar los 45 km/hora. Por ello, en aras a proteger a las 
víctimas de los accidentes de circulación, se ha considerado conveniente seguir exigiendo a 
los propietarios de estos vehículos la suscripción del seguro obligatorio de vehículos a 
motor.

Para los vehículos que antes de la entrada en vigor de esta ley no tenían la consideración de 
vehículos a motor y que, de acuerdo con lo previsto en esta ley, pasan a ser considerados vehículos 
a motor, se establece un periodo transitorio de seis meses para suscribir el seguro obligatorio de 
responsabilidad civil de la circulación de vehículos a motor. Durante este período transitorio no les 
será de aplicación lo dispuesto en el artículo 3 del texto refundido de la Ley sobre responsabilidad 
civil y seguro en la circulación de vehículos a motor y, por tanto, no podrán ser sancionados por la 
falta de suscripción del seguro. No obstante, hasta que se proceda a la suscripción del seguro 
obligatorio, tales vehículos serán considerados a todos los efectos como vehículos a motor no 
asegurados y las indemnizaciones a los perjudicados estarán cubiertas por el Consorcio de 
Compensación de Seguros, sin perjuicio de la facultad de éste de repetir contra los responsables 
civilmente.

Por tanto, esta ley tiene como primer objetivo la transposición de la nueva Directiva del seguro de 
automóviles, teniendo en cuenta que ésta completa y mejora el marco jurídico armonizado para toda 
la Unión Europea al que cada Estado miembro debe ajustar el contenido de sus normas internas. En 
consecuencia, para realizar esta trasposición es necesario modificar el texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro de la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.

En segundo lugar, esta ley incorpora las recomendaciones del Informe Razonado publicado por la 
Comisión de Seguimiento del Sistema de Valoración, que son especialmente significativas para la 
mejora del sistema de protección de los terceros perjudicados en accidentes de circulación.

La Comisión de Seguimiento del Sistema de Valoración fue creada por la Orden comunicada de los 
Ministerios de Economía y Competitividad y de Justicia, de 27 de octubre de 2016. El Informe 
Razonado publicado por la Comisión se dictó en virtud de la disposición adicional primera de la Ley 
35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios 
causados a las personas en accidentes de circulación. Dicho Informe considera que el sistema debe 
ser conservado como un bien jurídico imprescindible para resarcir con equidad, certidumbre y 
rapidez los daños y perjuicios personales causados por accidentes de circulación, y que es un 
instrumento idóneo para la consecución de rápidos acuerdos amistosos extrajudiciales. No obstante, 
formula al mismo tiempo determinadas recomendaciones -casi todas por unanimidad de los 
integrantes de la Comisión- para que sean plasmadas en una modificación legislativa del sistema. 
Las recomendaciones no alteran la estructura ni los principios generales del sistema, que se 
consideran idóneos, pero sí incorporan mejoras en el texto legal y en el nivel de protección a los 
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perjudicados que se estiman relevantes y sobre las que existe acuerdo.

En tercer lugar, se crea un nuevo título V en el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y 
seguro de la circulación de vehículos a motor, dedicado a la protección de datos personales, y que 
está dirigido a dar una mayor seguridad jurídica en el tratamiento de tales datos.

Por último, la nueva Directiva del seguro de automóviles faculta expresamente a los Estados 
miembros para extender voluntariamente, más allá del ámbito de la propia Directiva, la obligación de 
aseguramiento a otros vehículos que, sin tener la consideración legal de vehículo a motor, participan 
crecientemente en la circulación para atender las nuevas necesidades sociales de movilidad. En 
este sentido, esta ley crea en su disposición adicional primera un seguro obligatorio de 
responsabilidad civil para los vehículos personales ligeros, no incluidos dentro del concepto legal de 
«vehículo a motor», y se regulan sus elementos esenciales. Además, se encomienda a la Comisión 
de Seguimiento de Valoración, la emisión de un informe razonado que contenga una propuesta de 
desarrollo reglamentario de este seguro obligatorio de responsabilidad civil para estos vehículos.

Asimismo, esta ley introduce modificaciones en la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras incorporando nueva 
regulación sobre la honorabilidad y aptitud de quienes ejerzan la dirección efectiva o desempeñen 
funciones que integran el sistema de gobierno de la entidad, y se incluye la figura de los planes 
preventivos de recuperación.

/.../"

Justificación

Es necesario que en el artículo 2.1 de la ley, que establece la obligación de aseguramiento de los 
vehículos a motor, se incluyan también de esta obligación a los vehículos clasificados por el 
Reglamento (UE) nº 168/2013 en la subcategoría L1e-B. Estos vehículos, pese a no ser accionados 
exclusivamente por una fuerza mecánica, son considerados por la legislación de tráfico y seguridad 
vial, incluso antes de la promulgación de la Directiva 2021/2118, como ciclomotores de dos ruedas 
exigiéndoles las autorizaciones administrativas para conducir y circular, así como el seguro 
obligatorio para vehículos a motor. Existen, además, modelos de bicicletas con pedales y motor 
auxiliar al pedaleo que pueden superar los 45 km/hora. Por ello, en aras a proteger a las víctimas de 
los accidentes de circulación, dado que estos vehículos superan los 25 km/h con su motor, se ha 
considerado conveniente seguir exigiendo a los propietarios de estos vehículos también la 
suscripción del seguro obligatorio de automóviles.

Esta posibilidad está contemplada en el considerando 4 de la Directiva 2021/2118, que permite que 
los vehículos eléctricos ligeros en virtud del derecho nacional de los Estados miembros se les pueda 
exigir un seguro de vehículos automóviles, en las condiciones que establezcan, para los equipos 
motorizados que circulan por el suelo que no estén incluidos en la definición de «vehículo» de dicha 
Directiva.
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No se incluyen las bicicletas de pedales con pedaleo asistido equipadas con un motor eléctrico 
auxiliar de potencia nominal continua máxima inferior o igual a 250 w, cuya potencia disminuya 
progresivamente y que finalmente se interrumpa antes de que la velocidad del vehículo alcance los 
25 km/h o si el ciclista deja de pedalear. Este tipo de bicicleta eléctrica está excluido del seguro 
obligatorio de vehículos a motor y del seguro obligatorio para vehículos personales ligeros.



02-04-2025 17:37:18

8225

Nº Enmienda: 27. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 27

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Texto que se propone

Entre el apartado V y VI se añade un nuevo apartado a la exposición de motivos que queda 
redactado de la siguiente forma:

«Mediante una disposición final se modifica el régimen específico previsto en la disposición final 
décima sexta de la Ley 7/2024, de 20 de diciembre, relativo a la tramitación a seguir por la Agencia 
Tributaria para determinar la procedencia y, en su caso, practicar las devoluciones derivadas de la 
jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo en relación a la disposición transitoria segunda 
de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio, en relación con los períodos impositivos 2019 y anteriores no 
prescritos así como 2020 a 2022. 

Así, se establece en la nueva redacción de la disposición final décima sexta que el formulario 
habilitado para los períodos impositivos 2019 y anteriores no prescritos servirá también para iniciar 
el correspondiente procedimiento de rectificación de autoliquidación, o de devolución iniciado 
mediante autoliquidación, respecto de todos los períodos impositivos afectados por el régimen 
específico citado, esto es, períodos 2020 a 2022.

En los casos en que el formulario se hubiera presentado con anterioridad a la entrada en vigor de la 
citada disposición final en su nueva redacción, se entenderá que con dicho formulario se solicita 
también la devolución de los períodos impositivos 2020 a 2022, aunque, originariamente él mismo 
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solo se refería a los períodos 2019 y anteriores no prescritos.

Asimismo, queda suspendido el cómputo del plazo de prescripción para aquellos derechos a 
solicitar la devolución derivada de la aplicación de la jurisprudencia mencionada, que no hubieran 
prescrito a fecha 22 de diciembre de 2024, momento de entrada en vigor de la disposición final en 
su redacción originaria, reguladora del régimen específico mencionado.  La suspensión del cómputo 
será desde dicha fecha hasta la de entrada en vigor de la modificación regulada en este texto 
normativo.»

Justificación

Permite explicar el objetivo de la enmienda presentada sobre la materia.
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Nº Enmienda: 28. DOS

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 28

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. DOS

Texto que se propone

Dos. Se incorpora un nuevo artículo 1 bis con la siguiente redacción:

"Artículo 1 bis. Definición de vehículo a motor y hecho de la circulación a los efectos de esta ley y su 
normativa de desarrollo.

1. Se entiende por vehículo a motor:

a) Todo vehículo automóvil accionado exclusivamente mediante una fuerza mecánica que circula 
por el suelo y que no utiliza una vía férrea, con:

i. una velocidad máxima de fabricación superior a 25 km/h, o

ii. un peso neto máximo superior a 25 kg y una velocidad máxima de fabricación superior a 14 km/h.

b) Todo remolque y semirremolque destinado a ser utilizado con uno de los vehículos a que se 
refiere la letra a), tanto enganchado como no enganchado.

/.../"

Justificación
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La Directiva 2021/2118, dentro del concepto de “vehículo” solo hace referencia en su artículo 1.1 a 
los remolques. No obstante, en el artículo 1.14 establece medidas de protección para los 
perjudicados en accidentes causados por un conjunto de vehículos. En la práctica se producen 
accidentes en los que pueden intervenir, además de remolques, también semirremolques, cuestión 
prevista en el artículo 19 del Real Decreto 1507/2008, de 12 de septiembre, por el que se aprueba el 
Reglamento del seguro obligatorio de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor.

Asimismo, en el Anexo II del Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Vehículos, se distinguen los remolques de los semirremolques. Los 
remolques se definen como “Vehículo no autopropulsado diseñado y concebido para ser remolcado 
por un vehículo de motor”; mientras que los semirremolques, como “Vehículo no autopropulsado 
diseñado y concebido para ser acoplado a un automóvil, sobre el que reposará parte del mismo, 
transfiriéndole una parte sustancial de su masa”.

Por tales motivos, en aras a otorgar mayor claridad y seguridad jurídica a la hora de asegurar estos 
vehículos y, consecuentemente, proteger a las víctimas de accidentes de circulación, se considera 
necesario, dentro del concepto de vehículo a motor, aludir, no solo a los remolques, como ya se 
hace, sino también a los semirremolques, en consonancia con lo establecido en el artículo 1.14 de la 
Directiva, por considerar que el Derecho nacional aplicable establece una aclaración más favorable 
para el perjudicado.



02-04-2025 17:37:18

8225

Nº Enmienda: 29. TRES

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 29

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. TRES

Texto que se propone

Tres. Se modifican los apartados 1, 2, 3, 4, y 7 y se añade un nuevo apartado 8 en el artículo 2, que 
quedan redactados como sigue:

«1. Todo propietario de vehículos a motor que tenga su estacionamiento habitual en España 
estará obligado a suscribir y mantener en vigor un contrato de seguro por cada vehículo de 
que sea titular, que cubra, hasta la cuantía de los límites del aseguramiento obligatorio, la 
responsabilidad civil a que se refiere el artículo 1.

También deberán asegurar su responsabilidad civil en las mismas condiciones establecidas 
en el párrafo anterior los propietarios de:

a) Ciclos de motor diseñados para funcionar a pedal que cuentan con propulsión auxiliar de 
velocidad máxima superior a 25 Km/hora.

b) Cualquier otro vehículo definido dentro de la categoría L1e-B del anexo I del Reglamento 
(UE) n.º 168/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero de 2013.

c) Cualquier otro vehículo diseñado para funcionar a pedal que no puede incluirse en ninguna 
de las categorías L1e del anexo I del Reglamento (UE) n.º 168/2013 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 15 de enero de 2013 por contar con propulsión auxiliar de velocidad máxima 
superior a los 45 km/hora establecida genéricamente como límite para los vehículos de la 



02-04-2025 17:37:18

8225

categoría L1e.

No obstante, el propietario quedará relevado de tal obligación cuando el seguro sea 
concertado por cualquier persona que tenga interés en el aseguramiento, quien deberá 
expresar el concepto en que contrata.

Se entiende que el vehículo tiene su estacionamiento habitual en España:

a)         Cuando tiene matrícula española, independientemente de si dicha matrícula es definitiva o 
temporal.

b)         Cuando se trate de un tipo de vehículo para el que no exista matrícula, pero lleve placa de 
seguro o signo distintivo análogo a la matrícula y España sea el Estado donde se ha expedido esta 
placa o signo.

c)         Cuando se trate de un tipo de vehículo para el que no exista matrícula, placa de seguro o 
signo distintivo y España sea el Estado del domicilio del usuario.

d)        A efectos de la liquidación del siniestro, en el caso de accidentes ocasionados en territorio 
español por vehículos sin matrícula o con una matrícula que no corresponda o haya dejado de 
corresponder al vehículo. Reglamentariamente se determinará cuando se entiende que una 
matrícula no corresponde o ha dejado de corresponder al vehículo.

e) Cuando se trate de un vehículo importado desde otro Estado miembro del Espacio Económico 
Europeo, durante un período máximo de treinta días a contar desde que el comprador aceptó la 
entrega del vehículo, aunque éste no ostente matrícula española. A tal efecto dichos vehículos 
podrán ser asegurados temporalmente mediante un seguro en frontera.

No obstante lo anterior, durante dicho periodo máximo de treinta días, la persona responsable de 
suscribir y mantener en vigor el seguro de responsabilidad civil podrá elegir entre asegurar el 
vehículo en el Estado miembro de matriculación o, tras la aceptación de la entrega por el 
comprador, asegurarlo en España.»

«2. Con el fin de controlar el efectivo cumplimiento de la obligación a que se refiere el apartado 1 y 
de que las personas implicadas en un accidente de circulación puedan averiguar con la mayor 
brevedad posible las circunstancias relativas a la entidad aseguradora que cubre la responsabilidad 
civil de cada uno de los vehículos implicados en el accidente, las entidades aseguradoras remitirán 
al Consorcio de Compensación de Seguros, la información sobre los contratos de seguro que sea 
necesaria con los requisitos, en la forma y con la periodicidad que se determine 
reglamentariamente. El incumplimiento de esta obligación constituirá infracción administrativa muy 
grave o grave de acuerdo con lo dispuesto, respectivamente, en los artículos 194.20 y 195.22 de la 
Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y 
reaseguradoras.
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La información a la que se refiere el párrafo anterior será objeto de tratamiento automatizado por el 
Consorcio de Compensación de Seguros y estará disponible para su consulta a través de su sitio 
web, de acuerdo con lo que se determine reglamentariamente. El Consorcio de Compensación de 
Seguros establecerá las medidas adecuadas para facilitar el acceso a la información con 
inmediatez. Reglamentariamente se determinarán los casos en los que la información deba referirse 
exclusivamente a si un vehículo está o no asegurado en determinado momento y aquellos otros en 
los que, además, proceda informar de la entidad aseguradora y del historial de aseguramiento del 
vehículo.

El Consorcio de Compensación de Seguros y el Ministerio del Interior, a través de la Dirección 
General de Tráfico, coordinarán sus actuaciones para el adecuado ejercicio de sus respectivas 
competencias en este ámbito, y podrán acceder con tal fin a los datos que figuren en sus ficheros 
correspondientes.

Quien, con arreglo al apartado 1, haya suscrito el contrato de seguro deberá acreditar su vigencia 
para que las personas implicadas en un accidente de circulación puedan averiguar con la mayor 
brevedad posible las circunstancias relativas al contrato y a la entidad aseguradora, sin perjuicio de 
las medidas administrativas que se adopten al indicado fin. Todo ello en la forma que se determine 
reglamentariamente.»

«3. Las autoridades aduaneras españolas serán competentes para comprobar la existencia y, en su 
caso, exigir a los vehículos extranjeros de países no miembros del Espacio Económico Europeo que 
no estén adheridos al Acuerdo entre las oficinas nacionales de seguros de los Estados miembros 
del Espacio Económico Europeo y de otros Estados asociados, y que pretendan acceder al territorio 
nacional por una vía aérea, terrestre o marítima desde un Estado que no sea miembro del Espacio 
Económico Europeo, la suscripción de un seguro obligatorio que reúna, al menos, las condiciones y 
garantías establecidas en la legislación española. En su defecto, deberán denegarles dicho acceso.

La Oficina Española de Aseguradores de Automóviles (OFESAUTO) gestionará procedimientos de 
emisión y de registro electrónicos de certificados internacionales de seguro y de seguros en frontera 
y estará facultada para celebrar acuerdos de colaboración y de intercambio de información con las 
autoridades aduaneras, con las de tráfico y seguridad vial y con las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad para facilitar los controles previstos en el párrafo anterior.»

«4. En el caso de vehículos con estacionamiento habitual en el territorio de un Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo o vehículos que teniendo su estacionamiento habitual en el territorio de 
un tercer país entren en España desde el territorio de otro Estado miembro, se podrán realizar 
controles no sistemáticos del seguro siempre que no sean discriminatorios, sean necesarios y 
proporcionados para alcanzar el objetivo perseguido, y se efectúen como parte de un control que no 
vaya dirigido exclusivamente a la comprobación del seguro, o formen parte de un sistema general 
de controles en el territorio nacional que también se efectúen con respecto a vehículos que tengan 
su estacionamiento habitual en España, y no requieran que el vehículo se detenga.
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Con esta finalidad, las autoridades podrán proceder al tratamiento de datos personales cuando sea 
necesario a efectos de combatir la conducción de vehículos sin seguro en España estableciendo 
también las medidas adecuadas para preservar los derechos y libertades y los intereses legítimos 
del interesado y respetando todas las garantías establecidas por la legislación de protección de 
datos en cuanto a seguridad, los principios de necesidad, proporcionalidad y limitación de la 
finalidad, y el periodo de conservación de datos mínimos imprescindibles.

Los datos personales tratados en virtud de este apartado exclusivamente con el fin de llevar a cabo 
un control del seguro, solo se conservarán mientras sean necesarios para ello y se suprimirán 
inmediatamente en su totalidad tan pronto como se logre ese fin. Cuando un control del seguro 
muestre que un vehículo está cubierto por el seguro obligatorio en virtud de este artículo, el 
responsable del control suprimirá inmediatamente dichos datos. Cuando un control no permita 
determinar si un vehículo está cubierto por el seguro obligatorio los datos solo se conservarán por 
un período limitado que no supere el número de días necesarios para determinar si existe una 
cobertura de seguro. En el caso de que se hubiese comprobado que el vehículo no se encuentra 
asegurado, los datos se conservarán hasta que se hubiesen resuelto los procedimientos 
administrativos o judiciales y el vehículo hubiese sido asegurado.»

«7. Las entidades aseguradoras deberán expedir a favor del propietario del vehículo y del tomador 
del seguro del vehículo asegurado, en caso de ser persona distinta de aquél, previa solicitud de 
cualquiera de ellos, y en el plazo de quince días hábiles siguientes a la solicitud, certificación 
acreditativa de los siniestros de los que se derive responsabilidad civil, correspondientes a los cinco 
últimos años de seguro, si los hubiere o, en su caso, una certificación de ausencia de siniestros.

El contenido y formato de dichas certificaciones se ajustará a lo establecido en la normativa 
aprobada por la Comisión Europea. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 
mediante resolución, publicará en su página web la normativa europea que especifique el contenido 
de la certificación mencionada, una vez sea aprobada.

Las entidades aseguradoras, al tener en cuenta las certificaciones de antecedentes siniestrales, se 
abstendrán de efectuar discriminaciones o de aplicar recargos o descuentos en sus primas en razón 
de la nacionalidad de los titulares de las pólizas o basándose únicamente en el anterior Estado 
miembro de residencia o de expedición de la certificación.

Las entidades aseguradoras que tengan en cuenta la certificación de antecedentes siniestrales en la 
determinación de las primas de sus seguros publicarán en su sitio web una sinopsis general de las 
políticas que apliquen en relación con el uso de dichas certificaciones, con el contenido que 
reglamentariamente se determine.»

«8. Se exceptúan de la obligación de aseguramiento:

a) Los vehículos que requieran autorización administrativa para circular pero que no se usen como 
medio de transporte, y que hayan sido dados de baja de forma temporal o definitiva del registro de 
vehículos de la Dirección General de Tráfico.
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b) Los remolques y semirremolques que no excedan de 750 kilogramos de masa máxima 
autorizada.

c) Los vehículos a motor durante su fabricación y transporte como mercancía. Para estos vehículos, 
en tanto sean mercancía, debe existir un seguro, aval o garantía financiera equivalente que cubra la 
responsabilidad civil por los daños que puedan causar dichas mercancías, conforme a los límites 
mínimos siguientes:

i. en los daños a las personas, 6.450.000 euros por siniestro, cualquiera que sea el número de 
víctimas;

ii. en los daños a los bienes, 1.300.000 euros por siniestro.

Cuando la Comisión Europea establezca mediante acto delegado de acuerdo con el procedimiento 
de revisión de importes mínimos establecido en el artículo 9.2 de la Directiva 2009/103/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de septiembre de 2009 nuevos importes mínimos a 
efectos de la mencionada directiva, la persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y 
Empresa podrá modificar por orden ministerial los importes mínimos señalados en los apartados i y ii 
hasta el nivel de los nuevos mínimos fijados.»

Justificación

Es necesario que en el artículo 2.1 de la ley, que establece la obligación de aseguramiento de los 
vehículos a motor, se incluyan también de esta obligación a los vehículos clasificados por el 
Reglamento (UE) nº 168/2013 en la subcategoría L1e-B. Estos vehículos, pese a no ser accionados 
exclusivamente por una fuerza mecánica, son considerados por la legislación de tráfico y seguridad 
vial, incluso antes de la promulgación de la Directiva 2021/2118, ciclomotores de dos ruedas y se les 
exigen las autorizaciones administrativas para conducir y circular, así como el seguro. Existen, 
además, modelos de bicicletas con pedales y motor auxiliar al pedaleo que pueden superar los 45 
km/hora. Por ello, en aras a proteger a las víctimas de los accidentes de circulación, dado que estos 
vehículos superan los 25 km/h con su motor, se ha considerado conveniente seguir exigiendo a los 
propietarios de estos vehículos también la suscripción del seguro obligatorio de automóviles.

Esta posibilidad está contemplada en el considerando 4 de la Directiva 2021/2118, que permite que 
los vehículos eléctricos ligeros en virtud del derecho nacional de los Estados miembros se les pueda 
exigir un seguro de vehículos automóviles, en las condiciones que establezcan, para los equipos 
motorizados que circulan por el suelo que no estén incluidos en la definición de «vehículo» de dicha 
Directiva.

No se incluyen las bicicletas de pedales con pedaleo asistido equipadas con un motor eléctrico 
auxiliar de potencia nominal continua máxima inferior o igual a 250 w, cuya potencia disminuya 
progresivamente y que finalmente se interrumpa antes de que la velocidad del vehículo alcance los 
25 km/h o si el ciclista deja de pedalear. Este tipo de bicicleta eléctrica está excluido del seguro 



02-04-2025 17:37:18

8225

obligatorio de vehículos a motor y del seguro obligatorio para vehículos personales ligeros.
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Nº Enmienda: 30. SEIS

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 30

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. SEIS

Texto que se propone

Seis. Se modifican los apartados 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8 y se añaden cuatro nuevos apartados 9, 10, 11 y 
12, que queda redactado como sigue:

«1. El asegurador, dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio y con cargo al seguro de 
suscripción obligatoria, habrá de satisfacer al perjudicado el importe de los daños sufridos en su 
persona y en sus bienes, así como los gastos y otros perjuicios a los que tenga derecho según 
establece la normativa aplicable. Únicamente quedará exonerado de esta obligación si prueba que 
el hecho no da lugar a la exigencia de responsabilidad civil conforme al artículo 1.

El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa para exigir al asegurador la satisfacción de 
los referidos daños, que prescribirá por el transcurso de un año.

No obstante, con carácter previo a la interposición de la demanda judicial, deberán comunicar el 
siniestro al asegurador, pidiendo la indemnización que corresponda. Esta reclamación extrajudicial 
contendrá la identificación y los datos relevantes de quien o quienes reclamen, una declaración 
sobre las circunstancias del hecho, la identificación del vehículo y del conductor que hubiesen 
intervenido en la producción del mismo de ser conocidas, así como cuanta información médica 
asistencial o pericial o de cualquier otro tipo tengan en su poder que permita la cuantificación del 
daño. La reclamación extrajudicial no requerirá estar cuantificada incluso si el reclamante dispusiera 
de todos los elementos para poder calcularla y cuantificarla.
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La comunicación por parte del perjudicado también deberá producirse cuando se inicie un 
procedimiento penal a instancia de este y se equiparará a la reclamación extrajudicial prevista en el 
párrafo anterior.

No será necesaria reclamación extrajudicial cuando el procedimiento se inicie de oficio, debiendo 
practicarse en tal caso la correspondiente notificación por el órgano judicial.

Esta reclamación, comunicación o notificación interrumpirá el cómputo del plazo de prescripción 
desde el momento en que se presente al asegurador obligado a satisfacer el importe de los daños 
sufridos al perjudicado. En el momento en el que se notifique fehacientemente la oferta o la 
respuesta motivada se iniciará un nuevo plazo de prescripción de un año.

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad encargadas de la vigilancia del tráfico facilitarán de forma 
gratuita a petición de los perjudicados, entidades aseguradoras, o sus representantes, y del 
Consorcio de Compensación de Seguros copia del atestado o informe equivalente en el que conste 
toda la información sobre las circunstancias del accidente, salvo en el supuesto de que los hayan 
entregado a la autoridad judicial competente, en cuyo caso deberán solicitar dicha información a 
ésta.

La entidad aseguradora incursa en un procedimiento concursal o de liquidación, o su administrador 
o liquidador, informará al organismo de indemnización competente cuando indemnice o rechace su 
responsabilidad en relación con las reclamaciones recibidas.»

«2. En el plazo de tres meses desde la recepción de la reclamación del perjudicado, tanto si se trata 
de daños personales como en los bienes, el asegurador deberá presentar una oferta motivada de 
indemnización si entendiera acreditada la responsabilidad y cuantificado el daño, que cumpla los 
requisitos del apartado 3. En caso contrario, o si la reclamación hubiera sido rechazada, dará una 
respuesta motivada que cumpla los requisitos del apartado 4.

A estos efectos, el asegurador, a su costa, podrá solicitar previamente los informes periciales 
privados que considere pertinentes, que deberá efectuar por servicios propios o concertados, si 
considera que la documentación aportada por el lesionado es insuficiente para la cuantificación del 
daño.

El incumplimiento de esta obligación constituirá infracción administrativa y será sancionado de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia 
de las entidades aseguradoras y reaseguradoras.

Trascurrido el plazo de tres meses sin que se haya presentado una oferta motivada de 
indemnización por una causa no justificada o que le fuera imputable al asegurador, se devengarán 
intereses de demora, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9. Estos mismos intereses de demora 
se devengarán en el caso de que, habiendo sido aceptada la oferta por el perjudicado, ésta no sea 
satisfecha en el plazo de cinco días, o no se consigne para pago la cantidad ofrecida.
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El asegurador deberá observar desde el momento en que conozca, por cualquier medio, la 
existencia del siniestro, una conducta diligente en la cuantificación del daño y la liquidación de la 
indemnización.»

«3. Para que sea válida a los efectos de esta ley, la oferta motivada deberá cumplir los siguientes 
requisitos:

a) Contendrá una propuesta de indemnización por los daños en las personas y en los bienes que 
pudieran haberse derivado del siniestro. En caso de que concurran daños a las personas y en los 
bienes figurará de forma separada la valoración y la indemnización ofertada para unos y otros.

b) Los daños y perjuicios causados a las personas se calcularán según los criterios e importes que 
se recogen en el Título IV y el Anexo.

c) Contendrá, de forma desglosada y detallada, los documentos, informes o cualquier otra 
información de que se disponga para la valoración de los daños, incluyendo el informe médico 
pericial definitivo, e identificará aquéllos en que se ha basado para cuantificar de forma precisa la 
indemnización ofertada, de manera que el perjudicado tenga los elementos de juicio necesarios para 
decidir su aceptación o rechazo. El incumplimiento de este deber impedirá la aportación de informes 
médicos periciales definitivos en el posterior proceso judicial.

d) Se hará constar que el pago del importe que se ofrece no se condiciona a la renuncia por el 
perjudicado del ejercicio de futuras acciones en el caso de que la indemnización percibida fuera 
inferior a la que en derecho pueda corresponderle.

e) Podrá consignarse para pago la cantidad ofrecida. La consignación podrá hacerse en dinero 
efectivo, mediante un aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento 
emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier otro medio que, a 
juicio del órgano jurisdiccional correspondiente, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de 
la cantidad consignada.»

«4. En el supuesto de que el asegurador no realice una oferta motivada de indemnización, deberá 
dar una respuesta motivada ajustada a los siguientes requisitos:

a) Dará contestación suficiente a la reclamación formulada, con indicación del motivo que impide 
efectuar la oferta de indemnización, bien sea porque no esté determinada la responsabilidad, bien 
porque no se haya podido cuantificar el daño o bien porque existe alguna otra causa que justifique el 
rechazo de la reclamación, que deberá ser especificada.

Cuando dicho motivo sea la dilatación en el tiempo del proceso de curación del perjudicado y no 
fuera posible determinar el alcance total de las secuelas padecidas a causa del accidente o porque, 
por cualquier motivo, no se pudiera cuantificar plenamente el daño, la respuesta motivada deberá 
incluir:
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1.º La referencia a los pagos a cuenta o pagos parciales anticipados a cuenta de la indemnización 
resultante final, atendiendo a la naturaleza y entidad de los daños. Estos pagos deberán ajustarse al 
importe de todos los perjuicios cuya consolidación esté ya constatada.

2.º El compromiso del asegurador de presentar oferta motivada de indemnización tan pronto como 
se hayan cuantificado los daños y, hasta ese momento, de informar motivadamente de la situación 
del siniestro cada dos meses desde el envío de la respuesta.

b) Contendrá, de forma desglosada y detallada, los documentos, informes o cualquier otra 
información de que se disponga, incluyendo el informe médico pericial definitivo, que acrediten las 
razones de la entidad aseguradora para no dar una oferta motivada. El incumplimiento de este 
deber impedirá la aportación de informes médicos periciales definitivos en el posterior proceso 
judicial.

c) Incluirá una mención a que no requiere aceptación o rechazo expreso por el perjudicado, ni afecta 
al ejercicio de cualesquiera acciones que puedan corresponderle para hacer valer sus derechos.»

«5. En caso de disconformidad del perjudicado con la oferta motivada, o en caso de que la entidad 
aseguradora haya emitido una respuesta motivada indicando que el perjudicado no ha sufrido 
lesiones a causa del accidente, las partes, de común acuerdo y a costa del asegurador, podrán 
pedir informes periciales complementarios, incluso al Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses siempre que no hubiese intervenido previamente tras el ejercicio de acciones judiciales.

Esta misma solicitud al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses podrá realizarse por el 
lesionado, aunque no tenga el acuerdo de la aseguradora, y con cargo a la misma. El Instituto de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses que deba realizar el informe, solicitará a la aseguradora que 
aporte los medios de prueba de los que disponga, entregando copia del informe pericial que emita a 
las partes.

Asimismo, el perjudicado también podrá solicitar informes periciales complementarios, sin necesidad 
de acuerdo del asegurador, siendo los mismos, en este caso, a su costa.

Esta solicitud de intervención pericial complementaria obligará al asegurador a efectuar una nueva 
oferta motivada en el plazo de un mes desde la entrega del informe pericial complementario, 
continuando interrumpido el plazo de prescripción para el ejercicio de las acciones judiciales. En 
todo caso, se reanudará desde que el perjudicado conociese el rechazo de solicitud por parte del 
asegurador de recabar nuevos informes.»

«6. El lesionado deberá ser reconocido, desde la presentación de la solicitud a los Institutos de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, en el plazo de tres meses. El informe deberá emitirse en el 
plazo de un mes desde el reconocimiento.»

«8. Una vez presentada la oferta o la respuesta motivada, en caso de disconformidad y a salvo del 
derecho previsto en el apartado 5, o transcurrido el plazo para su emisión, el perjudicado podrá bien 
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acudir a uno de los medios adecuados de solución de controversias en vía no jurisdiccional en los 
términos del artículo 14 para intentar solventar la controversia, o bien acudir a la vía jurisdiccional 
oportuna para la reclamación de los daños y perjuicios correspondientes.

No se admitirán a trámite, de conformidad con el artículo 403 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, las demandas en las que no se acompañen los documentos que acrediten la 
oferta o respuesta motivada, si se hubiese emitido por el asegurador o, en caso de no haberse 
emitido, la reclamación previa al asegurador, que no requerirá cuantificación.»

«9. Reglamentariamente podrá precisarse el contenido de la oferta motivada y de la respuesta 
motivada.»

«10. En caso de accidente causado por un conjunto de vehículos formado por una cabeza 
tractora y el remolque o semirremolque a ella enganchado, o dos remolques o 
semirremolques, el asegurador de cada remolque o semirremolque, salvo que le corresponda 
la indemnización íntegra, deberá informar al perjudicado, a petición de este, sin demora 
indebida de:

a) La identidad del asegurador de la cabeza tractora, o

b) El deber de indemnización a cargo del Consorcio de Compensación de Seguros, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 11.1.a) del texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, cuando el asegurador 
del remolque o semirremolque no pueda identificar al asegurador de la cabeza tractora.

11. En caso de accidente causado por un conjunto de vehículos formado por una cabeza 
tractora y el remolque o semirremolque a ella enganchado o dos remolques o 
semirremolques, cuando cualquier remolque o semirremolque pueda ser identificado pero no 
el vehículo que lo arrastraba, el perjudicado podrá presentar su reclamación directamente a 
la entidad aseguradora que haya asegurado el remolque o semirremolque, sin perjuicio de las 
coberturas del Consorcio de Compensación de Seguros en los casos de accidente causado 
por vehículo desconocido.

12. Lo dispuesto en este artículo será aplicable al Consorcio de Compensación de Seguros, a 
OFESAUTO, a las entidades corresponsales autorizadas y a los representantes designados 
para la tramitación y liquidación de siniestros, cuando les corresponda conforme a esta ley 
según sus respectivas funciones, entendiéndose hecha a los mismos toda referencia al 
asegurador.»    

Justificación

Con esta modificación se incluyen en el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y 
seguro en la circulación de vehículos a motor  el contenido del artículo 15 bis de la Directiva 
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2021/2118, en lo que se refiere a los vehículos articulados, incorporando el derecho de los 
perjudicados a poder presentar la reclamación a la entidad aseguradora del remolque en caso de 
siniestros causados por vehículos articulados, cuando no pueda ser identificado el vehículo que 
arrastraba el remolque, y la obligación de información al perjudicado del asegurador del remolque o 
semirremolque en caso de accidente. Este contenido se incluye en los apartados 10 y 11, mientras 
que el anterior apartado 10 es renumerado como 12.

Con esta enmienda la Directiva 2021/2118 quedaría totalmente transpuesta, sin necesidad de 
esperar a la aprobación de un Real Decreto que aprobase la modificación del Reglamento del 
seguro obligatorio de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor.

Esto es importante debido al retraso en la transposición de la Directiva 2021/2118, que debía estar 
ya transpuesta el 23 de diciembre de 2023, y que, al no estarlo, motivó que el pasado 14 de 
noviembre se recibiese un Dictamen Motivado de la Comisión Europea, dirigido al Reino de España, 
por la no comunicación de todas las medidas de transposición al ordenamiento jurídico interno de la 
citada directiva. En dicho Dictamen, la Comisión Europea informaba sobre las sanciones financieras 
que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea puede imponer al Reino de España, en virtud del 
artículo 260, apartado 3, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.
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Nº Enmienda: 31. DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 31

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

Texto que se propone

«Disposición adicional primera. Seguro obligatorio de responsabilidad civil para vehículos 
personales ligeros que no estén incluidos en el concepto legal de «vehículo a motor».

1. Se crea el seguro obligatorio de responsabilidad civil para vehículos personales ligeros que 
puedan circular por contar con un certificado de circulación, estar inscritos en el  Registro de 
Vehículos de la Dirección General de Tráfico y ostentar una etiqueta identificativa con el 
número de inscripción asignado o, en su caso, matrícula, con la finalidad de garantizar la 
cobertura de las indemnizaciones por los daños personales y materiales a los perjudicados por 
accidentes en los que intervengan este tipo de vehículos. Todo propietario de un vehículo personal 
ligero que cumpla los requisitos legales para circular antes señalados estará obligado a 
suscribir y mantener en vigor un contrato de seguro que cubra la responsabilidad civil hasta la 
cuantía mínima prevista en el apartado 4 por cada vehículo de que sea titular.

2.   Se consideran vehículos personales ligeros a efectos del seguro obligatorio de responsabilidad 
civil los vehículos que circulan por el suelo mediante una o más ruedas, dotados de una única 
plaza y propulsados exclusivamente por motores eléctricos que pueden proporcionar al vehículo 
una velocidad máxima de fabricación entre 6 y 25 km/h, si su peso es inferior a 25 kg., o una 
velocidad máxima de fabricación entre 6 y 14 km por hora, si su peso es superior a 25 kg. Sólo 
pueden estar equipados con un asiento o sillín si están dotados de sistema de 
autoequilibrado.
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3. Se excluyen de la definición de vehículo personal ligero:

a) los vehículos diseñados y fabricados para ser utilizados exclusivamente por las fuerzas Armadas,

 b) los vehículos o elementos de apoyo a la movilidad y autonomía personal de las personas 
con movilidad reducida. 

c) las bicicletas de pedales con pedaleo asistido equipadas con un motor eléctrico auxiliar de 
potencia nominal continua máxima inferior o igual a 250 w, cuya potencia disminuya 
progresivamente y que finalmente se interrumpa antes de que la velocidad del vehículo 
alcance los 25 km/h o si el ciclista deja de pedalear.

4. Mediante orden de la persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa, previa 
consulta al Ministerio del Interior, se podrán regular otras inclusiones de vehículos personales 
ligeros a efectos del seguro obligatorio que cuenten para ello con un certificado de 
circulación y el adecuado sistema de registro público e identificación.

5. A efectos de la responsabilidad civil derivada de los hechos de la circulación y de la cobertura del 
seguro obligatorio creado en el apartado 1, se entiende por hecho de la circulación toda utilización 
de un vehículo personal ligero que sea conforme con la función del vehículo como medio de 
transporte en el momento del accidente, con independencia de las características de éste, del 
terreno en el que se utilice el vehículo y de si está parado o en movimiento.

6. Los vehículos personales ligeros que circulen por el territorio nacional, estarán sujetos, con las 
adaptaciones necesarias derivadas del tipo de vehículo y su utilización, y en tanto no sean objeto de 
una regulación específica, al régimen de responsabilidad civil y seguro del texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, y del Reglamento del 
seguro obligatorio de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el 
Real Decreto 1507/2008, de 12 de septiembre, con las particularidades siguientes:

a) Las sanciones pecuniarias que sean de aplicación serán un tercio de las establecidas en el 
artículo 3.1.c).

b) El ámbito territorial del seguro obligatorio será España. No será de aplicación el Título III de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor.

c) Los importes de la cobertura del seguro obligatorio serán como mínimo:

i. en los daños a las personas, 6.450.000 euros por siniestro, cualquiera que sea el número de 
víctimas;

ii. en los daños a los bienes, 1.300.000 euros por siniestro.

La persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa está facultada para modificar 
mediante orden los importes mínimos señalados en los apartados i y ii para adaptarlos a la inflación 
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una vez hayan transcurrido cinco años desde la última modificación. En su defecto, se considerarán 
automáticamente actualizados cuando lo hagan los importes indicados en el artículo 9 de la 
Directiva 2009/103/CE, relativa al seguro de la responsabilidad civil que resulta de la circulación de 
vehículos automóviles, así como al control de la obligación de asegurar esta responsabilidad.

d) No serán de aplicación los convenios de indemnización directa de daños materiales suscritos 
entre entidades aseguradoras.

e) Será de aplicación la facultad de repetición regulada en el artículo 10 del texto refundido de la Ley 
de responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, pudiendo ejercerse, 
además, contra aquellos usuarios que hubieran manipulado las características técnicas del vehículo, 
siempre que esta manipulación haya contribuido al acaecimiento del siniestro o a su agravamiento.

f) La intervención del Consorcio de Compensación de Seguros regulada en el artículo 11, apartados 
1, 3, 4, 5 y 6 de la ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, se 
circunscribirá a los daños personales que requieran atención sanitaria, en caso de lesiones, o 
derivados del fallecimiento de la víctima, que se ocasionen por vehículos personales ligeros, no 
siendo de aplicación las funciones establecidas en la letra h) del apartado 1 del dicho artículo. 
Reglamentariamente el Gobierno podrá extender estas funciones a la cobertura de daños materiales
, y a los daños causados por la circulación de vehículos personales ligeros utilizados sin 
cumplir los requisitos legales para circular, sin perjuicio del ejercicio de su derecho recobro 
de los importes indemnizados. Para el ejercicio de estas funciones como fondo de garantía, 
el Consorcio de Compensación de Seguros percibirá los recargos que se determinen 
mediante resolución de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.  

El Consorcio de Compensación de Seguros podrá asumir la contratación de la cobertura de los 
riesgos que, siendo susceptibles de aseguramiento, no aceptados por las entidades 
aseguradoras de los vehículos personales ligeros, en los términos y bajo las condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

7. Reglamentariamente el Gobierno regulará el registro público de vehículos personales ligeros del 
organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico y los medios de identificación obligatorios que 
permitan su individualización. Esta regulación deberá entrar en vigor antes del 2 de enero de 2026.

8. La regulación contenida en esta disposición adicional podrá desarrollarse mediante un reglamento 
del Gobierno, sin perjuicio de las habilitaciones reglamentarias específicas contenidas en los 
apartados anteriores. Se encomienda a la Comisión de Seguimiento del Sistema de Valoración, 
creada por Orden comunicada de los Ministerios de Economía y Competitividad y de Justicia, de 27 
de octubre de 2016, la emisión, en el plazo máximo de seis meses a partir del día siguiente al de la 
publicación de esta ley en el «Boletín Oficial del Estado», de un informe razonado que contenga una 
propuesta de desarrollo reglamentario del seguro obligatorio establecido en el apartado 1.»

Justificación
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Se ha mejorado la redacción de esta disposición adicional que regula el aseguramiento obligatorio 
de los vehículos personales ligeros, exigiendo que para asegurar estos vehículos deben contar con 
un certificado de circulación, estar inscritos en el Registro de Vehículos de la Dirección General de 
Tráfico y ostentar una etiqueta identificativa con el número de inscripción asignado o, en su caso, 
matrícula. Asimismo, se ha precisado mejor la definición de estos vehículos para adaptarlos a lo 
establecido en la legislación de tráfico y seguridad vial.

También se han precisado mejor las exclusiones de la definición de vehículo personal ligeros, en lo 
que se refiere a los vehículos o elementos de apoyo a la movilidad y autonomía personal de las 
personas con movilidad reducida y a las bicicletas de pedales con pedaleo asistido equipadas con 
un motor eléctrico auxiliar.

Respecto a la posibilidad de otras inclusiones de vehículos personales ligeros a efectos del seguro 
obligatorio, mediante orden de la persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa, 
requiere que se consulte previamente al Ministerio del Interior para garantizar una mayor seguridad 
jurídica.

Asimismo, con la finalidad de adaptar esta disposición a la legislación de tráfico y seguridad vial, los 
vehículos personales ligeros se han limitado a aquellos que tengan motor eléctrico. Por ello, se 
prevé en esta disposición adicional la posibilidad de que mediante orden de la persona titular del 
Ministerio de Economía, Comercio y Empresa, se podrán regular otras inclusiones de vehículos 
personales ligeros a efectos del seguro obligatorio, puesto que pueden aparecer en el futuro otros 
vehículos de similares características a los VPL.

En todo caso, con estas previsiones se busca una mayor protección de las víctimas de los 
accidentes de circulación.

Finalmente, se establece la regulación de los recargos que debe percibir el Consorcio de 
Compensación de Seguros para llevar a cabo sus funciones como fondo de garantía de estos 
vehículos. El artículo 18.1 del texto refundido del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de 
Seguros, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, establece los recargos 
del Consorcio de Compensación de Seguros, indicado que “Son recargos a favor del Consorcio: El 
recargo en el seguro de riesgos extraordinarios, el recargo en el seguro obligatorio de 
responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor y el recargo destinado a financiar las 
funciones de liquidación de entidades aseguradoras”. De dicho artículo se desprende que el recargo 
de SOA precisa de una adaptación del artículo 18.1 del Estatuto Legal y de la tarifa correspondiente, 
para dar entrada al nuevo concepto de seguro obligatorio de vehículos personales ligeros.

Por tanto, tal como establece su Estatuto Legal, en su artículo 16.1 “Corresponden, además, al 
Consorcio las siguientes funciones: a) Proponer a la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones las tarifas de los recargos que debe percibir el Consorcio como contrapartida a las 
funciones de fondo de garantía y de compensación que se le atribuyen”, se habilita al titular de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones para establezca mediante resolución los 
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recargos que debe percibir el CCS por las funciones de fondo de garantía en el ámbito del seguro 
obligatorio que ahora se crea.

Actualmente, la tarifa del recargo del seguro obligatorio de automóviles aplicable fue aprobada por 
Resolución de la DGSFP de 31 de mayo de 2016.
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Nº Enmienda: 32. DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 32

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

Texto que se propone

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 
salvo en lo que sigue:

1) Respecto del artículo primero de la ley:

a) lo dispuesto en su apartado tres, referido al artículo 2.7 párrafos segundo, tercero y cuarto del 
texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, se aplicará a partir del día 
siguiente al de la publicación de esta ley en el «Boletín Oficial del Estado» o, si es posterior, a partir 
de la fecha de aplicación de la normativa europea que especifique el contenido de la certificación 
acreditativa de los siniestros de los que se derive responsabilidad frente a terceros;

b) lo dispuesto en su apartado diecinueve, relativo a la actualización conforme al índice general de 
precios al consumo prevista en la modificación del artículo 49.1 del texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, producirá efectos a partir del 1 de enero siguiente a la entrada 
en vigor de la ley.

c) Las modificaciones al título IV del texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y 
seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004, 
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de 29 de octubre, se aplicarán a los accidentes de circulación ocurridos tras la entrada en 
vigor de esta ley, de conformidad con lo establecido en el artículo 38.2 del mencionado texto 
refundido y sin perjuicio de lo previsto en el artículo 49.2 del mismo texto refundido.

2) Lo establecido en la disposición adicional primera entrará en vigor el 2 de enero de 2026, salvo 
que la norma reglamentaria del Gobierno que la desarrolle entre en vigor antes, en cuyo caso se 
tomará esta última fecha.

3) Lo dispuesto en el artículo segundo de esta ley entrará en vigor el 2 de enero de 2025.

Justificación

Se añade una nueva letra c) al apartado 1 de esta disposición final con el propósito de aclarar que 
las modificaciones del título IV de la ley se aplican para los accidentes ocurridos a partir de su 
entrada en vigor, teniendo en cuenta que el apartado 2 del artículo 49 establece la aplicación de las 
cuantías de las tablas de lucro cesante y ayuda de tercera persona a accidentes anteriores, si el 
fallecimiento o la consolidación de las secuelas es posterior a su modificación. Asimismo, también 
se aclara que, en todo caso, debe tenerse en cuenta que artículo 38.2 del texto refundido ya 
establece que “Los conceptos perjudiciales indemnizables, los criterios para su determinación y los 
demás elementos relevantes para la aplicación del sistema, en defecto de regla específica, son 
también los vigentes a la fecha del accidente”. En definitiva, con esta nueva letra c) que se añade al 
apartado 1 de la disposición final segunda se pretende dar seguridad jurídica en la aplicación de la 
norma.
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Nº Enmienda: 33. ANEXO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 33

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ANEXO

Texto que se propone

ANEXO AL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO EN 
LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR

TABLA 2.C.7 Y TABLA 2.C.8

El anexo se modifica en los términos del documento presentado en el Registro de Comisiones, con 
número de registro 8196.

Justificación

Se modifican los importes de las tablas 2C7 y 2C8 para adaptarlas a la subida del índice de las 
pensiones de 2025, que es el 2,8%, tal como establece el artículo 49.1 del texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.
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Nº Enmienda: 34. ANEXO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 34

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ANEXO

Texto que se propone
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Justificación

Se modifican los importes de las tablas 3A, 3B y 3C para adaptarlas a la subida del índice de las 
pensiones de 2025, que es el 2,8%, tal como establece el artículo 49.1 del texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.
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Nº Enmienda: 35. ANEXO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 35

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ANEXO

Texto que se propone

ANEXO AL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO EN 
LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR

Tabla 1.A, 1.B, 1.C

El anexo se modifica en los términos del documento presentado en el Registro de Comisiones, con 
número de registro 8190.

Justificación

Se modifican los importes de las tablas 1A, 1B y 1C para adaptarlas a la subida del índice de las 
pensiones de 2025, que es el 2,8%, tal como establece el artículo 49.1 del texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.
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Nº Enmienda: 36. ANEXO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 36

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ANEXO

Texto que se propone

ANEXO AL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO EN 
LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR

Tabla 2A1

El anexo se modifica en los términos del documento presentado en el Registro de Comisiones, con 
número de registro 8191.

Justificación

Se modifican los importes de la tabla 2A1 para adaptarla a la subida del índice de las pensiones de 
2025, que es el 2,8%, tal como establece el artículo 49.1 del texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.

Por otro lado, también se modifica para corregir pequeños errores.
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Nº Enmienda: 37. ANEXO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 37

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ANEXO

Texto que se propone

ANEXO AL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO EN 
LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR

Tabla 2A2

El anexo se modifica en los términos del documento presentado en el Registro de Comisiones, con 
número de registro 8192.

Justificación

Se modifican los importes de la tabla 2A2 para adaptarla a la subida del índice de las pensiones de 
2025, que es el 2,8%, tal como establece el artículo 49.1 del texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.
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Nº Enmienda: 38. ANEXO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 38

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ANEXO

Texto que se propone

ANEXO AL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO EN 
LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR

Tablas 2B y 2C

El anexo se modifica en los términos del documento presentado en el Registro de Comisiones, con 
número de registro 8193.

Justificación

Se modifican los importes de las tablas 2B y 2C para adaptarlas a la subida del índice de las 
pensiones de 2025, que es el 2,8%, tal como establece el artículo 49.1 del texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.
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Nº Enmienda: 39. ANEXO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 39

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ANEXO

Texto que se propone

ANEXO AL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO EN 
LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR

Tabla 2C2

El anexo se modifica en los términos del documento presentado en el Registro de Comisiones, con 
número de registro 8194.

Justificación

Se modifican los importes de la tabla 2C2 para adaptarla a la subida del índice de las pensiones de 
2025, que es el 2,8%, tal como establece el artículo 49.1 del texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.

Por otro lado, también se modifica para corregir pequeños errores.
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Nº Enmienda: 40. ANEXO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 40

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De modificación

Precepto que se modifica:

ANEXO

Texto que se propone

ANEXO AL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO EN 
LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR

Tabla 2C3

El anexo se modifica en los términos del documento presentado en el Registro de Comisiones, con 
número de registro 8195.

Justificación

Se modifican los importes de la tabla 2C3 para adaptarlas a la subida del índice de las pensiones de 
2025, que es el 2,8%, tal como establece el artículo 49.1 del texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.
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Nº Enmienda: 41. Disposiciones adicionales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 41

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

"Disposición adicional (nueva). Beneficios fiscales aplicables a la «IV Conferencia Internacional 
sobre la Financiación para el Desarrollo (FfD) de la ONU»

1. La «IV Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo (FfD) de la ONU» tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a efectos de lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

2. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de abril hasta el 
30 de septiembre de 2025.

3. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes del programa 
se efectuará de conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002, de 23 de diciembre.

4. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del acontecimiento. El 
desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas se realizarán por el 
órgano competente de conformidad con lo dispuesto en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre.

5. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el artículo 27.3 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre."
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Justificación

Con fecha 11 de abril de 2024 el plenario de la Asamblea General de Naciones Unidas, en la 
sexagésimo novena reunión, del septuagésimo octavo período de sesiones, determinó el programa, 
en el que España actúa como país anfitrión de la Conferencia Internacional sobre la Financiación 
para el Desarrollo (FfD) de la ONU.

El marco jurídico y sede de la Conferencia, se definen, con carácter general, por las Resoluciones 
78/231 y 78/271 de la Asamblea General de Naciones Unidas. La resolución 78/231, de 22 de 
diciembre de 2023, en la que decidió convocar, en 2025, la cuarta Conferencia Internacional sobre 
la Financiación para el Desarrollo, acogió el ofrecimiento del Gobierno de España de albergar la 
Conferencia.

La Conferencia tendrá como resultado un documento final negociado y convenido a nivel 
intergubernamental, además de resúmenes de las sesiones plenarias, mesas redondas y otras 
deliberaciones del encuentro, que se incluirán en el informe de la Conferencia.

Se invita a otras organizaciones intergubernamentales, instituciones financieras internacionales y 
otros organismos internacionales interesados que estuvieron acreditados o no en las anteriores 
conferencias internacionales, o en sus procesos de seguimiento, así como a las organizaciones y 
los organismos pertinentes del sistema de las Naciones Unidas, incluidos los miembros asociados 
de las comisiones regionales, a que participen en las deliberaciones de la Conferencia.

Destaca la importancia de que todas las partes interesadas pertinentes, entre las que se incluyen las 
instituciones académicas, de la sociedad civil y del sector privado, participen de manera efectiva en 
la Conferencia y se invita a las organizaciones no gubernamentales reconocidas como entidades 
consultivas por el Consejo Económico y Social y a las que hubieran estado acreditadas ante las 
anteriores conferencias y reuniones.

El Real Decreto 707/2024, de 17 de julio, por el que se modifican el Real Decreto 1412/2000, de 21 
de julio, de creación del Consejo de Política Exterior, y el Real Decreto 890/2023, de 27 de 
noviembre, por el que se aprueba la estructura de la Presidencia del Gobierno, creó la Oficina para 
la Coordinación de la cuarta Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo de la 
ONU, con el encargo de coordinar los trabajos logísticos y de la operativa precisa para la 
organización y celebración de la Conferencia.

El Presidente del Gobierno de España anunció en sede parlamentaria, en el Congreso de los 
Diputados, el 17 de julio de 2024, la ciudad escogida para albergar la IV Conferencia Internacional 
sobre la Financiación para el Desarrollo (FfD) de la ONU.

La Conferencia tendrá lugar en la ciudad de Sevilla, del 30 de junio al 3 de julio de 2025, como un 
encuentro del más alto nivel político, en el que se espera una participación significativa y la 
presencia de numerosos líderes a nivel de Jefe de Estado o de Gobierno, así como de nivel 
ministerial, ya sea ministros de finanzas, de relaciones exteriores y de cooperación para el 
desarrollo, y representantes especiales, con miles de asistentes entre delegados oficiales, 
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representantes de la sociedad civil, sector privado, académicos y medios de comunicación.

Esta Conferencia supondrá el impulso a la movilización de todas las políticas y recursos por parte de 
la comunidad internacional, con el objetivo alcanzar la consecución de los objetivos de la Agenda 
2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible a nivel global adoptados por la Asamblea General de 
la ONU, el 25 de septiembre de 2015.

Esta Conferencia será la cuarta celebrada sobre financiación para el desarrollo. La tercera 
Conferencia Internacional sobre Financiación para el Desarrollo, celebrada en Addis Abeba, 
concluyó el 16 de julio de 2015, con la adopción de la Agenda de Acción de Addis Abeba, en la que 
se abordó el Programa de Trabajo Decente y la protección social en la consecución de los objetivos 
de la ambiciosa agenda para el desarrollo, incluidos los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Las dos 
conferencias anteriores llevadas a cabo se celebraron en Monterrey en 2002 y en Doha en 2008 
donde se abordaron cuestiones relativas al empleo.

Se pretende, en el marco de la adopción de las medidas organizativas y de fomento de la 
participación privada necesarias para la adecuada preparación y celebración de la cuarta 
Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo (FfD) de la ONU, permitir la 
aplicación de la figura de los programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés público 
regulada en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, fomentando con ello el apoyo de 
las empresas patrocinadoras y la puesta en funcionamiento de un programa de patrocinios, dentro 
del margen de tiempo disponible.
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Nº Enmienda: 42. Disposiciones finales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 42

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Disposición final (nueva). Modificación de la Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte.

Se modifica el apartado 3 del artículo 23 de la Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte, que 
pasará a tener la siguiente redacción:

“3. La cuantía de las prestaciones mínimas del seguro obligatorio deportivo (SOD) se establecerá 
mediante reglamento y será actualizada, suficiente en el contexto de la práctica deportiva, y 
ajustada a la naturaleza del seguro de accidentes conforme a lo previsto en los artículos 100 y 
siguientes de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.”

Justificación

El artículo 22.2.c) de la Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte (L.D.) establece entre los 
derechos del deportista:

“c)La cobertura, a través del seguro correspondiente, de los accidentes que puedan ocurrir en el 
desarrollo y práctica de la actividad deportiva, incluyendo los viajes y desplazamientos organizados 
en el seno de la federación deportiva, de acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente.”

A su vez, el artículo 23.2.e) de la L.D. señala:

“e)Con independencia de otros aseguramientos especiales que puedan establecerse, todas las 
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personas deportistas federadas que participen en competiciones oficiales de ámbito estatal deberán 
estar en posesión de un seguro obligatorio que cubra los riesgos para la salud derivados de la 
práctica de la modalidad deportiva correspondiente.

Los seguros que suscriban, en su condición de tomadores del seguro, las federaciones

deportivas españolas o las federaciones de ámbito autonómico integradas en ellas para los 
deportistas inscritos en las mismas, que participen en competiciones oficiales de ámbito estatal, 
cubrirán, en el ámbito de protección de los riesgos para la salud, los que sean derivados de la 
práctica deportiva en que el deportista asegurado esté federado, incluido el entrenamiento para la 
misma y, en todo caso, se respetará lo establecido en el artículo 118 de la Ley 20/2015, de 14 de 
julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras en lo 
relativo a la libertad de los tomadores para decidir la contratación de los seguros y la aseguradora 
con la que lo contratan.”

Se configura pues de manera nueva el seguro deportivo obligatorio.

Comenzando por una interpretación sistemática, la Disposición final octava de la L.D., señala que la 
ley entra en vigor al día siguiente a su publicación en el BOE, pero la Disposición final quinta, 
referida al Estatuto del deportista, dice:

“Los derechos y deberes de las personas deportistas regulados en la presente ley serán objeto de 
desarrollo reglamentario, a través de un Estatuto del Deportista.”

Por su parte, los artículos 22 y 23, se ubican en la Sección 1.ª “De los derechos y deberes 
generales” del Capítulo II “De los derechos y deberes de las personas deportistas” del Capítulo I del 
Título II “De los actores del deporte” de la L.D. Ley 39/2022. Luego el derecho al seguro deportivo 
obligatorio de los deportistas en la nueva configuración sustancial está ubicado en el ámbito 
sistemático de los derechos y deberes de las personas deportistas que, conforme a la Disposición 
final quinta, serán objeto de desarrollo reglamentario, por lo que no resultan de aplicación 
automática directa en base a la L.D.

En este sentido, el Consejo Superior de Deportes, a través de la Dirección General de Deportes, se 
encuentra en estos momentos inmerso en el proceso de elaboración del Proyecto de Real Decreto 
por el que se aprueba el reglamento del Seguro Obligatorio Deportivo. Como parte de este proceso, 
entre el 11 de enero de 2024 y el 26 de enero de 2024, se abrió consulta pública con objeto de 
recabar opinión de los sujetos y las organizaciones más representativas potencialmente afectados 
por la futura norma.

De igual modo, conviene destacar que, el artículo 23. 3. de la L.D. prevé que:

“La cuantía de las prestaciones mínimas del seguro obligatorio deportivo (SOD) será, como poco, la 
del baremo establecido para la valoración de los daños y perjuicios causados en accidente de 
circulación. Particularmente, en el caso de los deportistas del motor.
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Como resultado de la mencionada consulta pública, la Dirección General de Deportes ha registrado 
multitud de aportaciones relativas al desarrollo de este artículo 23. 3. de la Ley 39/2022, de 30 de 
diciembre, del Deporte, y en particular, sobre la imposibilidad de aplicar el baremo establecido para 
la valoración de los daños y perjuicios causados en accidente de circulación, configurado como 
parte de un seguro de responsabilidad civil, a los riesgos cubiertos por el Seguro Obligatorio 
Deportivo, configurado como seguro de accidentes.

En concreto, muchos han sido quienes han planteado que no podemos olvidar la conocida como 
asunción del riesgo de la práctica deportiva; es decir, quien practica deporte es conocedor y asume 
que la práctica de la actividad deportiva entraña un riesgo objetivo del que pueden derivar daños en 
la persona que lo practica y que son inherentes a la mayoría de las modalidades deportivas. Pues 
bien, el baremo establecido para la valoración de los daños y perjuicios causados en accidente de 
circulación, sin embargo, parte del concepto de culpa, que es el elemento que hace surgir el deber 
de indemnizar cuando se produce un accidente de circulación.

Por lo tanto, no parece lógico dar el mismo tratamiento indemnizatorio a un supuesto que se genera 
cuando media culpa de un tercero que genera el daño, que a un supuesto que se genera de forma 
fortuita en una actividad donde el riesgo es conocido y asumido por la víctima que sufre el 
accidente. Como hemos visto, en el accidente deportivo, que es lo que cubre el seguro obligatorio 
deportivo, no parte de la existencia del concepto de culpa. Por consiguiente, el aseguramiento en el 
ámbito de la actividad deportiva no se puede anudar o vincular al de los accidentes de circulación 
dado que, precisamente, el punto de partida de unos y otros aseguramientos es totalmente distinto. 
Frente a la teoría del riesgo en la actividad deportiva que asume la persona participante, la norma 
reguladora de las indemnizaciones por accidentes de circulación parte de la base del concepto 
culpa, siendo indicado en el art. 1 del Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro 
en la circulación de vehículos a motor que señala: El conductor de vehículos a motor es 
responsable, en virtud del riesgo creado por la conducción de estos, de los daños causados a las 
personas o en los bienes con motivo de la circulación. En el caso de daños a las personas, de esta 
responsabilidad sólo quedará exonerado cuando pruebe que los daños fueron debidos a la culpa 
exclusiva del perjudicado o a fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo; 
no se considerarán casos de fuerza mayor los defectos del vehículo ni la rotura o fallo de alguna de 
sus piezas o mecanismos. En el caso de daños en los bienes, el conductor responderá frente a 
terceros cuando resulte civilmente responsable según lo establecido en los artículos 1.902 y 
siguientes del Código Civil, artículos 109 y siguientes del Código Penal, y según lo dispuesto en esta 
Ley”.

A la vista de lo anterior, parece claro que la redacción del citado artículo 23.3 no resulta del todo 
congruente con la naturaleza jurídica de un seguro obligatorio de accidentes establecido en los 
artículos anteriores de la Ley de Deporte, puesto que el baremo de accidentes de tráfico lo que 
pretende es resarcir el daño causado y no, como ocurre con los seguros de accidentes, establecer, 
cuando se contrata el seguro de accidentes deportivo, unas indemnizaciones objetivas, de forma 
abstracta, con independencia del daño sufrido.



02-04-2025 17:37:18

8225

De las consultas con las federaciones y empresas de seguros resulta evidente la imposible 
aplicación de lo previsto, en términos indemnizatorios en la legislación relativa al baremo de 
accidentes de tráfico, a un seguro de accidentes deportivo. Se trata de dos seguros de naturaleza 
distinta con sus particularidades en términos del sujeto, objeto y cantidades a indemnizar.

El seguro obligatorio deportivo tiene por finalidad la asistencia e indemnización a las personas 
deportistas federadas o a sus derechohabientes, cuando sufran daños o lesiones corporales como 
consecuencia de un accidente deportivo en los términos y circunstancias establecidas en su 
Reglamento de desarrollo. Las coberturas y prestaciones reguladas en el futuro RD por el que se 
aprueba el Reglamento del Seguro Obligatorio Deportivo corresponden siempre a una cobertura 
básica, debiendo informar las federaciones de coberturas superiores y pudiendo las personas 
deportistas federadas suscribir voluntariamente pólizas con coberturas superiores a las básicas 
previstas en ese reglamento.

Es por ello por lo que, ante las dudas planteadas en la imposible aplicación del artículo 23.3 de la 
Ley del Deporte, parece que es preciso una modificación de dicho artículo en los siguientes 
términos.
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Nº Enmienda: 43. Disposiciones finales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 43

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Disposición final (nueva). Modificación de la Ley 7/2024, de 20 de diciembre, por la que se 
establecen un Impuesto Complementario para garantizar un nivel mínimo global de imposición para 
los grupos multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud, un Impuesto sobre el margen 
de intereses y comisiones de determinadas entidades financieras y un Impuesto sobre los líquidos 
para cigarrillos electrónicos y otros productos relacionados con el tabaco, y se modifican otras 
normas tributarias.

Con efectos desde el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» se 
modifica la Disposición final décima sexta de la Ley 7/2024, de 20 de diciembre, por la que se 
establecen un Impuesto Complementario para garantizar un nivel mínimo global de imposición para 
los grupos multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud, un Impuesto sobre el margen 
de intereses y comisiones de determinadas entidades financieras y un Impuesto sobre los líquidos 
para cigarrillos electrónicos y otros productos relacionados con el tabaco, y se modifican otras 
normas tributarias, que queda redactada como sigue:

«Disposición final décima sexta. Tramitación a seguir por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria para determinar la procedencia y, en su caso, practicar las devoluciones derivadas de la 
jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo en relación a la disposición transitoria segunda 
de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio, en relación con los períodos impositivos 2019 a 2022.
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1.La Agencia Estatal de Administración Tributaria podrá reconocer las devoluciones derivadas de la 
aplicación de la disposición transitoria segunda de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, según la 
jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo, en relación con los períodos impositivos 2019 a 
2022, mediante el inicio del procedimiento de rectificación de autoliquidación, o de devolución 
iniciado mediante autoliquidación, que se tramitarán conforme a las normas sobre actuaciones y 
procedimientos tributarios previstas en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en 
los términos señalados en esta disposición.

2.A estos efectos, la Agencia Estatal de Administración Tributaria analizará la procedencia de los 
procedimientos para cuyo inicio haya recibido conformidad expresa a través del formulario de 
apoderamiento que para ello ponga a disposición de los contribuyentes en su Sede Electrónica en la 
forma que se establece en la Orden de aprobación del modelo de declaración del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio 2024.

3. El formulario de apoderamiento correspondiente al período impositivo 2019 y períodos anteriores 
no prescritos, puesto a disposición del contribuyente conforme a lo dispuesto en el apartado 
anterior, servirá también para solicitar la devolución correspondiente por aportaciones a 
mutualidades de los períodos impositivos 2020, 2021 y 2022, aún en el caso de que aquél se 
hubiera presentado con anterioridad a la entrada en vigor de esta disposición.

4.La Agencia Estatal de Administración Tributaria inadmitirá cualquier otra autoliquidación o, en su 
caso, solicitud de rectificación de autoliquidación que se presente por los contribuyentes con el 
objeto de obtener las devoluciones a las que se refiere esta disposición, cuando no se ajusten a lo 
dispuesto en la misma.

5.Esta disposición deja sin efecto los apoderamientos formulados con anterioridad a 22 de diciembre 
de 2024, así como las actuaciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria realizadas a 
partir de los mismos, siempre que estuvieran pendientes de abono las devoluciones 
correspondientes. Asimismo, quedarán sin efecto los procedimientos en curso de rectificación de 
autoliquidación, o de devolución iniciado mediante autoliquidación, cuya devolución no se hubiera 
acordado a la fecha de 22 de diciembre de 2024.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de los efectos interruptivos de la 
prescripción que se hayan podido producir.

6. Desde el 22 de diciembre de 2024 hasta la fecha de entrada en vigor de esta disposición se 
entenderá suspendido el plazo de prescripción del derecho a solicitar las devoluciones derivadas de 
la aplicación de la disposición transitoria segunda de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, según la 
jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo, en relación con los períodos impositivos 2019 y 
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anteriores no prescritos así como 2020  a 2022.»

Justificación

Mediante una disposición final se modifica el régimen específico previsto en la disposición final 
décima sexta de la Ley 7/2024, de 20 de diciembre, relativo a la tramitación a seguir por la Agencia 
Tributaria para determinar la procedencia y, en su caso, practicar las devoluciones derivadas de la 
jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo en relación a la disposición transitoria segunda 
de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio, en relación con los períodos impositivos 2019 y anteriores no 
prescritos así como 2020 a 2022. 

Así, se establece en la nueva redacción de la disposición final décima sexta que el formulario 
habilitado para los períodos impositivos 2019 y anteriores no prescritos servirá también para iniciar 
el correspondiente procedimiento de rectificación de autoliquidación, o de devolución iniciado 
mediante autoliquidación, respecto de todos los períodos impositivos afectados por el régimen 
específico citado, esto es, períodos 2020 a 2022.

En los casos en que el formulario se hubiera presentado con anterioridad a la entrada en vigor de la 
citada disposición final en su nueva redacción, se entenderá que con dicho formulario se solicita 
también la devolución de los períodos impositivos 2020 a 2022, aunque, originariamente él mismo 
solo se refería a los períodos 2019 y anteriores no prescritos.

Asimismo, queda suspendido el cómputo del plazo de prescripción para aquellos derechos a 
solicitar la devolución derivada de la aplicación de la jurisprudencia mencionada, que no hubieran 
prescrito a fecha 22 de diciembre de 2024, momento de entrada en vigor de la disposición final en 
su redacción originaria, reguladora del régimen específico mencionado.  La suspensión del cómputo 
será desde dicha fecha hasta la de entrada en vigor de la modificación regulada en este texto 
normativo.
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Nº Enmienda: 44. TRECE

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 44

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. TRECE

Texto que se propone

Se modifica el apartado Trece del Artículo Primero, que queda con la siguiente redacción:

Trece. Se modifican los apartados 1 y 3 del artículo 36, que quedan redactados como sigue:

«1. A efectos de los daños y perjuicios causados a las personas, tienen la condición de sujetos 
perjudicados:

a) La persona lesionada víctima del accidente, en caso de lesiones temporales o secuelas;

 b) Las personas mencionadas en el artículo 62 en caso de fallecimiento de la víctima.

En ningún caso se considerará perjudicado al conductor responsable por culpa exclusiva del 
accidente».

«3. Excepcionalmente, son también perjudicados los familiares de víctimas fallecidas mencionados 
en el artículo 62, así como los de grandes lesionados, que tienen derecho a ser resarcidos por los 
gastos de tratamiento médico y psicológico que reciban durante un máximo de doce meses por las 
alteraciones psíquicas que, en su caso, les haya causado el accidente».

Justificación
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Aclaración acorde a la jurisprudencia en aplicación de la Ley.
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Nº Enmienda: 45. TREINTA Y UNO

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 45

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO

De modificación

Precepto que se modifica:

ARTÍCULO PRIMERO. Modificación TR Ley responsabilidad civil seguro vehículos motor RDL 
8/2024.. TREINTA Y UNO

Texto que se propone

Se modifica el apartado Treinta y uno del Artículo Primero, que queda con la siguiente redacción:

“Treinta y uno. Se modifica el apartado 5 del artículo 108, que queda redactado como sigue:

«5. El perjuicio leve es aquél en el que la víctima el lesionado pierde la posibilidad de llevar a cabo 
actividad o actividades específicas que tengan especial trascendencia en su de su desarrollo 
personal. El perjuicio moral por la limitación o pérdida parcial de la actividad laboral o profesional 
que se venía ejerciendo se considera perjuicio leve con independencia del número de puntos que se 
otorguen a las secuelas. En los demás casos, cuando se produzcan secuelas de seis o menos 
puntos se presume que no existe pérdida de calidad de vida, salvo que el perjudicado la acredite.»

Justificación

Mejora protección de las víctimas
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Nº Enmienda: 46. Apartados nuevos

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 46

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO

De adición

Precepto que se añade:

Apartados nuevos

Texto que se propone

Se añade un apartado Cuarenta y seis bis del Artículo Primero, que queda con la siguiente 
redacción:

“Cuarenta y seis bis. Se modifica el apartado 5 del artículo 138, que queda redactado como sigue:

«5. El impedimento psicofísico para llevar a cabo la actividad laboral o profesional se reconduce a 
uno de los tres grados precedentes, siendo en todo caso de carácter moderado toda la extensión de 
la baja laboral y, para las víctimas no trabajadoras, el tiempo efectivo de tratamiento de 
rehabilitación.»

Justificación

Mejora Técnica
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Nº Enmienda: 47. DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 47

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO

De modificación

Precepto que se modifica:

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

Texto que se propone

Se modifica el punto 2 de la Disposición Adicional Primera. Seguro obligatorio de responsabilidad 
civil para vehículos personales ligeros que no estén incluidos en el concepto legal de «vehículo a 
motor», que queda con la siguiente redacción:

“2. Se consideran vehículos personales ligeros a efectos del seguro obligatorio de responsabilidad 
civil, los vehículos de uso personal de una o más ruedas propulsados por motor que pueden 
proporcionar al vehículo una velocidad máxima de fabricación entre 6 y 25 km/h, si su peso es 
inferior a 25 kg., o una velocidad máxima de fabricación entre 6 y 14 km por hora, si su peso es 
superior a 25 kg.

Se incluyen dentro de esta definición los vehículos de movilidad personal, definidos en el apartado A 
«Definiciones», del anexo II del Reglamento General de Vehículos, aprobado por el Real Decreto 
2822/1998, de 23 de diciembre.

Se excluyen de esta definición:

a) los vehículos diseñados y fabricados para ser utilizados exclusivamente por las fuerzas Armadas,

b) los vehículos para personas con movilidad reducida,

c) las bicicletas de pedales con pedaleo asistido definidas en el apartado A «Definiciones», del 
anexo II del Reglamento General de Vehículos.
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d) La maquinaria de uso industrial y la destinada a obra y servicios.

Mediante orden de la persona titular del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa se podrán 
regular otras exclusiones.”

Justificación

Acotar la definición de vehículo personal ligero, para no incluir maquinaria industrial que no circula 
por las vías públicas.
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Nº Enmienda: 48. Disposiciones adicionales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 48

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL CONGRESO

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

Se modifica el artículo 23 de la Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte, que queda con la 
siguiente redacción:

“Artículo 23. Deberes de las personas deportistas.

(…)

e) Con independencia de otros aseguramientos especiales que puedan establecerse, todas las 
personas deportistas federadas que participen en competiciones oficiales de ámbito estatal deberán 
estar en posesión de un seguro obligatorio que cubra los riesgos para la salud derivados de la 
práctica de la modalidad deportiva correspondiente.

Los seguros que suscriban, en su condición de tomadores del seguro, las federaciones deportivas 
españolas o las federaciones de ámbito autonómico integradas en ellas para los deportistas inscritos 
en las mismas, que participen en competiciones oficiales de ámbito estatal, cubrirán, en el ámbito de 
protección de los riesgos para la salud, los que sean derivados de la práctica deportiva en que el 
deportista asegurado esté federado, incluido el entrenamiento para la misma y, en todo caso, se 
respetará lo establecido en el artículo 118 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras en lo relativo a la libertad 
de los tomadores para decidir la contratación de los seguros y la aseguradora con la que lo 
contratan.
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3. La cuantía de las prestaciones mínimas del seguro obligatorio deportivo (SOD) será la del baremo 
establecido para la valoración de los daños y perjuicios causados en accidente de circulación, en 
tanto en cuanto, el Gobierno, de común acuerdo con Comunidades Autónomas y federaciones 
deportivas, desarrolle en el plazo máximo de 6 meses desde la entrada en vigor de esta Ley, el 
reglamento del Seguro Obligatorio Deportivo (SOD) que fije una cuantía determinada, apropiada, 
razonable y equilibrada para cada uno de los supuestos de cobertura (fallecimiento, secuelas, 
gastos de asistencia sanitaria y perjuicios ocasionados) garantizando una oferta aseguradora 
generalizada, asequible y permanente en el tiempo.

Justificación

Trasladar las cuantías previstas en este proyecto de ley al SOD provocaría un incremento de la 
prima del seguro tan alto que desincentivaría la práctica federada de la mayoría de los deportes.
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Nº Enmienda: 49. Disposiciones adicionales nuevas

A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, COMERCIO Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

Expediente: 121/000022 Nº Enmienda: 49

AUTOR

GRUPO PARLAMENTARIO VOX

De adición

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

Disposición adicional nueva. Supervisión y control de la tarificación del seguro obligatorio en el 
sector del taxi.

1. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, en virtud de lo dispuesto en la Ley 
20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y 
reaseguradoras, elaborará un informe anual sobre la evolución de los precios de los seguros de 
responsabilidad civil en el sector del transporte público de pasajeros, incluyendo taxis, vehículos de 
alquiler con conductor, transporte urbano e interurbano de pasajeros y cualquier otra modalidad de 
transporte regulado de personas.

Este informe incluirá datos sobre siniestralidad, prácticas tarifarias de las aseguradoras y su impacto 
en la viabilidad económica de estos servicios, en virtud de lo previsto en el Real Decreto Legislativo 
8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad 
civil y seguro en la circulación de vehículos a motor.

Dicho informe será remitido anualmente al Congreso de los Diputados y publicado en la web de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones para garantizar la transparencia.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, conforme a lo establecido en la Ley 
15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, realizará una investigación periódica sobre la 
competencia en el mercado de seguros para el sector del transporte público de pasajeros, 
analizando la existencia de prácticas restrictivas de la competencia o concertación de precios.
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En caso de detectar indicios de abuso de posición dominante o acuerdos colusorios entre 
aseguradoras, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia adoptará las medidas 
sancionadoras correspondientes de acuerdo con el marco normativo aplicable.

Los operadores del sector del transporte público de pasajeros podrán solicitar estudios específicos 
en caso de subidas abruptas injustificadas, conforme a los procedimientos establecidos en el marco 
regulador de la competencia.

3. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia publicarán de forma periódica un informe con la evolución de precios y 
condiciones de los seguros en el sector del transporte público de pasajeros, en virtud de sus 
competencias establecidas en la legislación vigente.

Las asociaciones profesionales y representativas del sector del transporte público de pasajeros 
tendrán acceso a estos informes y podrán presentar alegaciones para instar la intervención de las 
autoridades competentes.

Justificación

Mejora técnica.
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